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EDITORIAL 

as contradicciones interburguesas se exacerban en la medida que se acerca la coyuntura electoral 

del 2021, los diferentes grupos de poder se confrontan entre ellos y a su interior por tener una 

posición ventajosa en la representación-administración de los intereses burgueses. 

Las pugnas intestinas de los partidos electorales develan su carácter de clase, lo alejado que 

están del interés popular y su conexión inexorable con el interés privado; éste es, al igual que antaño, el 

único beneficiario de cada una de las determinaciones del actual gobierno. 

Cada uno de los escándalos mediáticos de corrupción develan la esencia pura de la política burguesa, 

la moral con la que se conducen políticos de oficio a la hora de administrar los intereses capitalistas y 

labrar su futuro dentro del marco del bienestar burgués. 

Los políticos de oficio que conforman el gabinete de la actual administración tienen la vida resuelta 

con creces, en tanto que siempre han sido hombres del régimen y sus fortunas poco a poco salen a la luz 

pública, así como su proceder y preferencias superfluas del consumismo burgués. 

Es indicativo de que no padecen las consecuencias de la crisis crónica del capitalismo, de la misma 

magnitud que la viven las masas trabajadoras, por lo tanto, están alejados del pueblo que dicen 

representar, esta es la expresión concreta de un gobierno rico y un pueblo pobre. Es esta la historia 

moderna de nuestro país. 

Para el pueblo aparte de mayor miseria es objeto de la violencia institucional; ésta lacera día a día a 

nuevos hogares en donde dicho flagelo cobra miles de víctimas. Es irónico que un gobierno que se dice 

“transformador” retome y recree las tesis y prácticas más criminales de administraciones pasadas, 

marcadas por desarrollar el terrorismo de Estado como política de gobierno. 

En diferentes estados del país la violencia que emana de las instituciones que conforman el Estado 

policíaco militar es inocultable, a pesar de que se diga desde Palacio Nacional que los crímenes de Estado 

son cosa del pasado y que no habrá represión, la realidad hecha por tierra dichas aseveraciones. Las 

cárceles albergan a nuevos presos políticos y la estadística de la desaparición forzada y las ejecuciones 

extrajudiciales siguen en aumento. 

Ante este panorama también se hace inocultable la crítica política de las masas, las calles de la Ciudad 

de México y de diferentes estados de la república se han convertido en tribunas de denuncia popular. Si 

existe protesta de las masas es por la existencia de una política de gobierno que se empecina en favorecer 

al interés oligarca. 

Por todos los medios se trata de ignorar las exigencias populares, y cuando éstas rompen el cerco 

mediático se les minimiza o descalifica desde Palacio Nacional, dicha postura se refuerza con la dictadura 

de opinión expresada en el silencio cómplice de las grandes casas editoriales. 

Las masas trabajadoras, para labrar el camino de su emancipación se deben organizar fuera de los 

marcos corporativizantes y desarrollar combate popular;  no son tiempos para quedarse apacible en el 

hogar, al contrario, la necesidad dicta sumar esfuerzos en torno a la crítica política de las armas para 

lograr una verdadera transformación social. 

L 



¡Por nuestros camaradas proletarios! ¡Resueltos a vencer!                                                  El insurgente 

¡Con la guerra popular! ¡El EPR triunfará!                                                             Año 24 Nº 203 octubre de 2020 Pág. 4 

LAS CONTRADICCIONES DEL 

RÉGIMEN 
 

na serie de eventos políticos, económicos 

y sociales se han presentado con marcada 

nitidez en el transcurso de casi dos años 

de gobierno morenista meritorios de ser 

enjuiciados en conjunto, puesto que, son parte de 

la modificación del escenario político con el que se 

ungió como gobierno a la presente administración. 

Del conjunto de eventos en mención, destacan 

los ocurridos en el presente año en cuanto que se 

han presentado en cascada, uno tras otro con 

intervalo de tiempo reducido o incluso 

simultáneos. 

¿A qué eventos se hace alusión? 

A la incoherencia entre el dicho y hecho del 

gobierno federal. Mientras se cantó que se 

regresarían los militares a los cuarteles, el 

Ejecutivo actuó a la inversa, no se les regresó, se 

militarizó más al país e instituciones del Estado, se 

les otorgó mayor impunidad con protección legal 

de su proceder anticonstitucional, y se les invistió 

de mayor poder económico y político; mientras se 

arengó “no habrá represión” y se sigue diciendo 

desde la tribuna que brinda palacio nacional y 

gobernación que “no hay represión”, en lo largo y 

ancho del país se perpetran actos de represión por 

parte de fuerzas federales coordinadas con 

estatales y municipales; mientras se arguye que se 

garantiza el derecho a la educación para todo el 

pueblo, en la práctica se ejecutan medidas 

articuladas al plan de privatización de la educación 

y se anula en el hecho la educación presencial.    

A las renuncias de funcionarios públicos en 

puestos importantes del gabinete de gobierno 

federal por motivos de incompatibilidad con el 

señor presidente de la república y con el grupo 

oligárquico mafioso que tras de él manda; a 

escándalos de prácticas inherentes a la política 

burguesa presentados como hechos de corrupción 

para meter cuñas interburguesas; pugnas en las 

cámaras de diputados y senadores por prebendas y 

cotos de poder; la pugna entre gobierno federal y 

la CONAGO; la maniobra del Estado mexicano 

para ocultar la crisis económica a pretexto del 

Covid-19 e imponer de facto medidas fascistas y 

antipopulares; las pugnas intestinas en el supuesto 

partido de la cuarta transformación; y, la 

diversidad de protestas contra la política de 

gobierno en exigencia a la solución de añejas 

demandas populares. 

En conjunto ¿Qué nos revelan estos 

acontecimientos? Un haz de contradicciones que 

ponen de manifiesto la condición política del 

régimen, la situación deplorable de la economía 

mexicana y parte del sentir de las masas populares. 

¿De dónde se derivan este mogote de 

contradicciones y de qué naturaleza son? 

Las contradicciones políticas, económicas y en 

el terreno de la lucha de clases a las que se 

enfrente la dictadura del capital en México son 

propias de la naturaleza del sistema capitalista; 

frutos de la decadente democracia burguesa; y 

criaturas singulares de la junta administrativa. 

A dos años de la maniobra capitalista al ungir 

como gobierno a un enemigo del pueblo que se 

presenta ante las masas como transformador social, 

su naturaleza reaccionaria se asoma con mayor 

fuerza a medida que transcurre el tiempo; en 

correlación directa al carácter de las relaciones 

económicas que sostiene el actual gobierno contra 

viento y marea toma cada vez más cuerpo y forma 

U 
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como junta administrativa de continuidad de la 

dictadura capitalista en México; a la par que desde 

el Ejecutivo en contubernio con el Legislativo más 

el amasiato con los militares se imponen medidas 

concretas de la política antipopular y la forma 

concreta de resolver las necesidades del régimen, 

el gobierno de la supuesta cuarta transformación se 

expone como enemigo jurado del pueblo.  

Esta es la primera contradicción que enfrenta el 

oprobioso régimen capitalista en México, es decir, 

esencia y forma de gobierno no se corresponden, 

finalmente, en los hechos se impone la esencia y la 

forma queda como cascarón envuelto en 

demagogia pura y grotescas elucubraciones, en 

efecto, detrás de su vulgar disfraz de democracia 

participativa se trasluce la casta autoritaria ungida 

en la administración del poder burgués. 

A dos años de gobierno morenista, en la 

práctica y por su propio peso se pone en evidencia 

su verdadero carácter antipopular, en paralelo, la 

oferta liberal de la “cuarta transformación” por la 

vía del hecho, queda irrefutablemente reducida a 

mera propaganda burguesa para engañar a las 

masas populares. 

El conjunto de pugnas intestinas del Estado 

mexicano conforman la segunda contradicción del 

régimen, la disputa interna entre diferentes grupos 

del poder burgués no antagónicos, pero sí 

contrapuestos por intereses tasados en cuotas de 

poder económico y político, se sintetizan en la 

contradicción interburguesa por la administración 

del poder. 

A razón de la conexión indisoluble del poder 

económico con el político las diferentes esferas del 

Estado circulan por la cloaca de las pugnas 

intestinas, ello se manifiesta en la hostilidad entre 

grupos de poder quienes se valen de cuanto 

artilugio marrano o antecedente condenable para 

demeritar a sus congéneres y así imponer criterios 

o ventajas competitivas que le reditúen en cotos de 

poder en el presente y sobre todo en el futuro 

inmediato. 

En tal circunstancia, las relaciones políticas 

entre hombres del régimen se revelan en su 

naturaleza mercantil, de venganza, fraude y 

traicioneras en proporción al tamaño de las cuotas 

de poder a repartirse e intereses mezquinos en 

riesgo. 

Es en este contexto donde desde el grupo de 

poder que se encuentra atrincherado en la junta 

administrativa desata amagues, aprieta a sus 

congéneres con supuestos actos de justicia 

parapetados en la irónica “lucha contra la 

corrupción” y remueve piezas que le son 

incómodas para materializar sus intereses de 

gobierno y grupo de poder. En esto nada de 

justicia, lo que existe son reacomodos y maniobras 

políticas en preparación del terreno al próximo 

proceso electoral. 

En esa lógica burguesa, el grupo de poder 

representado por MORENA utiliza su posición en 

el Estado para debilitar la posición de sus 

semejantes para imponer intereses y criterios que 

redunden en mayor comodidad de su posición 

ventajosa como junta administrativa y apuntalar 

eslabones prioritarios en la estructura del gobierno 

que le permitan construir puntales para el 2021 y 

2024. En contrapartida, parte de la reacción actúa 

con la cuña de una escuálida movilización en 

oposición personalizada contra quien encabeza el 

Ejecutivo federal. 

La contradicción interburguesa por la 

administración del poder pone en evidencia el 

estado putrefacto de la democracia burguesa, 

confirma que las formas burguesas de hacer 

política de todo político del régimen y la política 

burguesa son ajenas a todo principio humanista y 

pone a descubierto la picota de una inevitable 

crisis política intestina del régimen. 
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La negación del sistema expresada en la crisis 

económica crónica es otra de las contradicciones 

que enfrenta en estos momentos el régimen 

capitalista y quienes personifican la junta 

administrativa en turno. Ésta es la madre de las 

contradicciones de la cual se desprenden a modo 

de reflejo y concatenación de lo económico con lo 

político el desenlace del resto de contradicciones 

que privan en la estructura y superestructura del 

actual modo de producción. 

La negación dialéctica del sistema manifiesta en 

crisis económica al mismo tiempo es la negación 

de los postulados económicos del gobierno en 

turno, constituye la afirmación de los resultados 

mediocres en materia económica de la presente 

junta administrativa y pone en evidencia las 

irrisorias elucubraciones del Ejecutivo federal en 

materia de crecimiento económico. 

Cuerdo en juicio, un gobierno capitalista que se 

propuso crecer por arriba del cuatro por ciento y en 

los hechos ha obtenido de su política económica 

nulo crecimiento, por lo menos, debería poner en 

tela de juicio su proceder erróneo en la dirección 

de la economía de una nación, al no hacerlo, 

significa que aparte de ser mediocre en política 

económica, se es un empedernido apologista de las 

políticas económicas del imperialismo. 

La crisis es prueba fehaciente de la 

incompatibilidad de la política económica 

burguesa con los intereses populares; sus costos 

para el pueblo materializados en pauperización 

creciente de las masas indican la inclinación pro 

oligarca de la política económica con la que se 

conduce el actual gobierno; y pone en manifiesto 

lo dañino para el conjunto de explotados y 

oprimidos la existencia de la política económica 

imperialista como eje rector del presente y el 

futuro de la nación mexicana. 

Tal condición socioeconómica y política choca 

con la propaganda burguesa de cambio y 

transformación. Contrario a los slogans 

publicitarios de la supuesta cuarta transformación, 

los testarudos liberales en realidad imponen al 

pueblo mayor opresión y explotación capitalista. 

Una realidad cruda y en suma contradictoria a las 

falsas ofertas electorales dirigidas al pueblo con las 

que arribaron a la administración del poder 

burgués. 

En este contexto, la criatura del capital 

autonombrada cuarta transformación ha parido sus 

propios demonios, destacan el déficit 

presupuestario, mayor dependencia al petróleo con 

menores ingresos y el aumento real de la deuda 

neta total del sector público. Dichos indicadores 

apuntan a una inexorable crisis de finanzas 

públicas, a ello responde las medidas en tal materia 

de la junta administrativa al anular fideicomisos, el 

gobierno federal prepara terreno para acusar recibo 

de sus propias criaturas. 

Una contradicción más son los antagonismos de 

la lucha de clases. Masas populares inconformes y 

movilizadas; organizaciones del pueblo que 

desarrollan acción y crítica política al régimen; y, 

el movimiento revolucionario son tratados por el 

Estado y en particular por el Ejecutivo federal 

como enemigos. 

En abierta política contra la organización del 

pueblo, la administración en turno desata medidas 

reaccionarias contra la crítica política de las masas. 

En actos públicos y la tribuna del Estado dice no 

reprimir, tiempo pasado, las hordas federales 

encabezadas por la Guardia Nacional o el ejército 

en coordinación con cuerpos represivos estatales y 

municipales desatan la violencia institucional 

contra contingentes populares en movilización y 

protesta. 

Reprimida la voluntad popular de combatir, 

acto seguido, brilla el descaro autoritario de la 

junta administrativa en turno, de nueva cuenta se 

cacarea sin conexión alguna a la realidad que “no 

hay represión”, sin duda, la naturaleza reaccionaria 
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de los hombres del régimen no tiene límites más 

que la propia existencia capitalista. 

Las masas trabajadoras exigen respeto y 

garantía a sus derechos laborales tanto a patrones 

como al Estado mexicano, ¿Cuál es la respuesta 

del gobierno? En la mayoría de los casos violencia 

institucional, discriminación, chantaje, 

descalificación, maniobras leguleyas, y, el 

manotazo autoritario, agregado a ello, el respaldo 

absoluto a los señores del capital. 

En maniobra el gobierno federal desliza en 

connivencia y acuerdos tácitos a través de 

gobiernos estatales la represión, el despojo y el 

terror de Estado. Así en diferentes estados de la 

república, el pueblo organizado ha sido víctima de 

desalojos, ejecuciones extrajudiciales, presos 

políticos y un mar de injusticias provenientes de 

las diversas instituciones del Estado mexicano. 

En dicha tesitura, el enemigo del pueblo no para 

en especializar los cuerpos represivos para otorgar 

respaldo a los explotadores. Su vena represora lo 

conduce a crear más y más cuerpos policíaco 

militares con especificidad en campo de acción 

proporcionalmente a los intereses burgueses a 

defender, es el caso de la policía minera en Sonora. 

Al pueblo se le sigue aterrorizando con 

crímenes de lesa humanidad y de Estado, por 

omisión o aquiescencia la junta administrativa 

consiente dicha forma del terror burgués sobre 

las masas populares, ¿por qué? Por ser un 

gobierno ajeno al pueblo y criatura burguesa que 

ama la explotación y opresión capitalista.   

La fórmula burguesa para mediatizar 

el descontento popular y acrecentar la 

corporativización de las masas, con claro 

propósito de anular toda movilización 

que reivindiquen demandas inmediatas e 

históricas ligadas a la emancipación 

popular, se está agotando. Si bien, la 

correlación de fuerzas favorece al enemigo del 

pueblo, las fuerzas del pueblo y revolucionarias 

constituyen una verdadera molestia a la presente 

administración, resulta que el supuesto domador de 

bestias no puede domar al tigre. 

En síntesis 

La no correlación entre esencia y forma de 

gobierno, la contradicción interburguesa por la 

administración del poder, la negación dialéctica 

del sistema, y los antagonismos en la lucha de 

clases son las cuatro contradicciones generales en 

el presente que enfrenta el régimen capitalista en 

México, son las contradicciones que apresan al 

gobierno en turno y lo condenan al juicio de las 

masas populares. 

¿Qué hacer? No otorgar ni un ápice de duda a la 

junta administrativa en turno, ya que, es enemiga 

del pueblo; actuar en consecuencia, por tanto, 

movimiento popular y revolucionario deben seguir 

en la labor transformadora desde las masas 

populares, construir la unidad y organismos de 

combate popular con mayor claridad política con 

una      inquebrantable consciencia de clase; se 

trata de conducir a las masas  por la senda de la 

emancipación popular con la incorporación de todo 

el pueblo a la revolución socialista en curso. 
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REFLEXIONES SOBRE LA REALIDAD 

NACIONAL 
 

La lógica de la violencia 

l problema de la delincuencia organizada y 

todas sus consecuencias negativas para el 

pueblo es tratado bajo la misma lógica que 

los anteriores gobiernos, presuponer que la 

violencia la engendran los grupos señalados como 

delincuenciales pervierte la interpretación del 

fenómeno, diluye su esencia, origen y el método 

para su supuesta solución. 

La ecuación está invertida desde los gobiernos 

priistas-panistas, con ello se diluye la 

responsabilidad del principal emisor de la 

violencia, el monopolio de ésta siempre la ha 

tenido y la tiene el Estado mexicano, es él el 

principal promotor de violencia, ésta tiene un 

carácter de clase, es decir, está en función de la 

defensa de los intereses de la clase que detenta el 

poder. 

Guanajuato nos presenta la esencia y la forma 

de la violencia que azota al país, el fondo del 

fenómeno está en la concentración de capital por 

medios violentos; el despojo es la principal 

modalidad, desde la ordeña de ductos hasta la 

diversidad de delitos de “alto impacto” tienen un 

mismo fin, acaudalar medios, los cuales serán 

puestos en circulación de manera legal en la 

economía.  

En torno a dichos medios se da la confrontación 

entre los diversos grupos de poder, tanto regionales 

como en el plano nacional, la violencia que azota 

al país está vinculada a la lucha por el poder desde 

el mismo poder, es decir, tiene un propósito: 

reconfigurar el alcance económico y político de los 

grupos de poder en pugna. 

La detención del mediáticamente conocido 

como “El Marro” estuvo sustentada bajo el mismo 

guion que en otras ocasiones, tal es el caso del 

multiconocido “La Tuta”, ambos casos tienen un 

final similar, resultaron ser todo lo contrario a 

como se les presentó mediáticamente lo que 

confirma sus vínculos con el poder económico de 

donde se desprende el político. 

En esa lógica del combate a la delincuencia 

organizada, cada sexenio combate a determinado 

cártel de la droga, en la medida que lo hace 

fortalece a otro, al que se alinea a su interés; esa es 

la lógica que impone la economía subterránea en 

tanto que la formal atraviesa por una profunda 

recesión. En eso consiste el fenómeno del 

narcotráfico desde y para el Estado, éste se 

beneficia de su existencia para justificar medidas 

cada vez más autoritarias para fortalecer al Estado 

policíaco militar. 

El derecho a la organización, sólo para el partido 

que gobierna 

Tal parece que a la actual administración le 

molesta que el pueblo se organice y que sobre todo 

proteste. En todo el país se registra poco a poco, 

lento si se quiere, pero firme el cuestionamiento a 

la actual política del gobierno; viejas y nuevas 

exigencias populares se esgrimen por los 

manifestantes; el zócalo del país es una muestra 

del incremento de la inconformidad popular, no 

hay día que no se registre una protesta. 

Lejos, muy lejos quedaron las promesas de 

resolver las exigencias populares, éstas una vez 

más son aplazadas para mejores tiempos, ese es el 

resultado de una democracia “tutelada” que en 

esencia consiste en administrar la crisis del sistema 

para que los negocios de la élite burguesa sean 

protegidos y garantizados. 

E 
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Las masas que protestan, unas de manera 

espontánea y otras como expresión de la 

organización popular, reciben en general el mismo 

trato que las anteriores administraciones, no hay 

solución a sus demandas. 

Cierto que hay una diferencia, pero ésta es 

cuantitativa, se “atiende” pero no se resuelve la 

exigencia popular; se simula atender y resolver las 

exigencias, pero la dilación y el camino tortuoso 

de la burocracia es el mismo, en consecuencia, la 

esencia es igual, las demandas y exigencias 

populares son aplazadas para tiempos posteriores. 

No se comprende que, si hay inconformidad, si 

las demandas populares no son solucionadas 

siempre tendrá motivos el pueblo para organizarse 

y luchar fuera de los marcos corporativizantes, esa 

es la vía de organización que se desprende como 

necesidad política: la organización independiente 

del pueblo es un paso concreto de la emancipación 

popular. 

Si la gente protesta es porque las 

contradicciones sociales no han sido solucionadas; 

y, si de la parte gubernamental se enfrenta la 

exigencia popular con represión, se transita por las 

vías del autoritarismo. 

La política de atender sólo directamente a los 

peticionarios, a las víctimas o a quienes exigen un 

derecho, sin intermediarios, en el hecho es negar el 

derecho a la organización; en esa política sólo 

Morena es quien tiene garantizado el derecho a la 

organización, quien no milite en dicho organismo 

está fuera de la legalidad, de manera arbitraria se le 

coloca en el costal de los “conservadores”. Una 

política de esa naturaleza es reacción pura. 

La política de gobierno, punta de lanza burguesa 

contra del pueblo explotado y oprimido 

La actual administración ha tenido el tiempo 

suficiente para encauzar su programa de gobierno; 

en esa misma unidad de tiempo el pueblo puede 

aquilatar a quien se sirve, el resultado concreto de 

la política de gobierno nos permite superar la 

especulación política, un gobierno que cede a la 

exigencia de la élite opresora podrá decirse 

progresista, democrático, pero nunca será del 

pueblo. 

En esa misma condición está un gobierno, sea 

estatal o federal, que bajo el artilugio leguleyo 

encarcela a los manifestantes, a los que protestan y 

distribuyen un volante, los que pegan un cartel, a 

los que realizan un mitin informativo, un volanteo 

carretero o los que piden la solidaridad económica 

al pueblo a través de las colectas, etc., en esencia 

es un gobierno autoritario que por medio de la 

acción de los cuerpos policíacos niega el derecho a 

la protesta. 

En los hechos la policía, sin importar a qué 

corporación pertenezcan, están cortados por la 

misma tijera autoritaria, su conducta con los que 

protestan es prepotente, autoritaria y se presentan 

como grandes conocedores de la ley, recurren a 

ésta para anular el derecho a la protesta. Sujetos 

desclasados que olvidan su origen de clase hoy 

son los perros del capital, los cancerberos de un 

Estado que a todas luces es policíaco militar. 

Estado de derecho que fortalece la dictadura 

burguesa 

El marco jurídico sólo beneficia al interés del 

Capital, el Trabajo es subyugado, las huelgas 

mineras en Cananea, Sonora; Sombrerete, 

Zacatecas; Taxco, Guerrero confirman la 

existencia de un estado de derecho oligárquico. 

El otro ejemplo que ilustra el marco jurídico 

contra el Trabajo lo constituyen las Afore, éstas 

son un mecanismo para esquilmar al trabajador, el 

beneficiario directo nunca es éste, lo es el capital 

financiero. En esta lógica no hay vejez digna, el 

futuro para el asalariado es morir en la 

mendicidad. 

En dicho marco el trabajador siempre pierde, el 

eterno beneficiario es el capital. El proletario a 

golpe de derrotas comprende que para su 

liberación tendrá que organizar la lucha por sus 

intereses fuera de todo marco corporativo. 
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En consecuencia, la lucha por la 

democratización de los sindicatos sólo es una de 

las tareas inmediatas del sujeto histórico, la 

construcción del sindicalismo independiente es 

tarea del presente para poder construir poder 

político del pueblo en la urbe capitalista. 

Los gobiernos estatales son parte del Estado 

mexicano 

A lo largo de toda la pandemia el gobierno de 

Chiapas por su política se confirma como 

autoritario, represivo y reaccionario. Lo componen 

hombres que son hijos del régimen y por 

consiguiente operan como aprendieron de la madre 

de toda la política burguesa: el PRI. 

Ejemplo que ilustra lo dicho, un secretario de 

salud que brilla por su ignorancia que confunde la 

arena del desierto africano, el Sahara, con 

individuos que deben ser sanitizados en el 

aeropuerto; una Fiscalía que destaca en la 

producción de carpetas de investigación que 

criminalizan a los desposeídos y llenan las cárceles 

de inocentes; una política de gobierno que incita al 

cometido de crímenes de lesa humanidad, entre 

ellos prolifera la ejecución extrajudicial. 

Se puede afirmar que en los casos donde se 

“hace justicia” resultan hechos grotescos donde el 

abuso de autoridad es la regla, éste está en función 

de proteger los intereses de la actual élite local 

para asegurar su enganchamiento con los 

megaproyectos federales. 

Se puede tratar de justificar que el gobierno 

federal no es represivo, que en todo caso son 

gobiernos estatales los que cometen ciertas 

infracciones, sin embargo, el argumentar la 

autonomía estatal o de instituciones es un burdo 

argumento para diluir la esencia del fenómeno, en 

México vivimos un Estado policíaco militar, 

sostenido y fortalecido por el actual estado de 

derecho oligárquico. 

 

Expresión del descontento popular 

Los reclamos de verdad y justicia a pesar de la 

pandemia y todas sus restricciones autoritarias van 

en aumento. Si hay protesta popular indica 

existencia de injusticia social, opresión política, 

explotación económica. 

Si esa es la realidad de las masas trabajadoras 

emerge como necesidad política la protesta, resulta 

imperativo político salir a la calle para exigir 

justicia, para el oprimido el combate político es 

una necesidad vital. 

La exigencia por la presentación con vida de los 

detenidos desaparecidos una vez más cobra 

vitalidad política, en cada protesta de los familiares 

y víctimas de dicho crimen de Estado nos recuerda 

que la desaparición forzada de los 43 normalistas 

no son los únicos, las víctimas son cientos de miles 

y en cada uno de ellos es visible la mano del 

aparato represivo. 

La existencia y persistencia de las 

desapariciones forzada por motivos políticos o 

sociales es el claro indicativo que la violencia de 

clase existe, ésta toma otra forma, engendra otro 

tipo de víctimas, sin embargo, su persistencia 

indica que ésta hoy se ejecuta contra el sujeto 

crítico y político, contra aquellos que se organizan 

fuera de las estructuras corporativizantes, en 

consecuencia, mantiene su mismo contenido 

contrainsurgente a pesar de que desde el gobierno 

federal se niegue su existencia y contenido. 

La violencia contra el pueblo existe y tiene un 

carácter de clase, sea cual sea su expresión tiene un 

propósito: evitar el desarrollo de la organización 

del pueblo fuera de las estructuras 

corporativizantes. En esa magnitud la autodefensa 

armada de las masas es la alternativa para el 

conjunto de las fuerzas populares, medio 

organizativo para garantizar la voluntad popular de 

combatir y preservar las fuerzas que luchan por la 

transformación revolucionaria de la sociedad.
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RÍOS DE CORRUPCIÓN, MAR DE 

DESCOMPOSICIÓN 
a corrupción en México es un 

fenómeno intrínseco al 

régimen económico y político 

que se ha exponenciado desde 

principios de los ochenta del siglo 

pasado, refleja en cada uno de los 

casos sonados mediáticamente el 

grado de descomposición del sistema, 

al mismo tiempo, por su magnitud 

deriva en escándalo político donde la 

denominada clase política es exhibida 

como corrupta. 

Una regla se desprende de los 

diferentes escándalos de corrupción en 

los últimos cuatro sexenios, a 

determinado grado de corrupción 

corresponde otro de la 

descomposición del régimen, éste está 

putrefacto desde sus cimientos. 

El caso Lozoya en la red de 

corrupción en Pemex, expuesta 

mediáticamente para fortalecer la cuña 

política, nos habla de la cotidianidad 

institucional, ésta se finca en una 

intrincada telaraña de burocratismo y 

corrupción que tiene origen en el 

Estado y cuyo fin es garantizar 

privilegios a la élite que detenta el 

poder. 

Si en dicha trama el Sr. Ricardo 

Lozoya Austin se embolsó 10.5 

millones de pesos producto de 

sobornos, se ha ganado la medalla 

como delincuente de cuello blanco, 

sin embargo, la gracia no la cometió 

solo, no es posible, la institucionalidad 

gubernamental, partidaria y de grupo 

no lo permiten, son muchos los 

beneficiarios y por ende participantes con lo que ahí sí se configura 

delincuencia organizada de alto impacto. 

El Caso Lozoya permite ilustrar los mecanismos oficiales y 

extrainstitucionales para el enriquecimiento ilícito de funcionarios 

públicos, políticos de oficio, empresarios nacionales y los 

personeros del capital transnacional, todos “mamaron de la vaca”; 

el saqueo de las arcas públicas es descarado, un drenado 

permanente “legalizado” por más de 30 años, una forma del saqueo 

de las riquezas nacionales que avalaron el PAN y el PRI. 

Si todos los pelos del mazacote conducen hacia el PRI, PAN, y 

PRD ¿Por qué no se procede con la debida contundencia jurídica? 

Porque soplan vientos electorales, en esa perspectiva se administra 

la judicialización de los casos de corrupción, sin embargo, la 

experiencia dicta que administrar los casos de corrupción con fines 

electorales no es lo más prudente, ahí no hay justicia para los 

intereses populares. 

La “modernización” y la privatización de Pemex, como parte de 

la reforma energética, ha significado un filón de corrupción, un 

mecanismo de saqueo y una forma fácil de enriquecimiento ilícito 

que se presenta como lícito, así es como operan los delincuentes de 

cuello blanco, siempre al amparo de la ley y la protección del 

Estado, a la sombra del gobierno que pondera el interés privado. 

Lo irónico, la opinión pública confirma una vez más una verdad, 

tanta es la protección desde la estructura de Estado, que aún en 

condiciones de judicialización los individuos imputados como 

corruptos o corruptores son tratados con ciertas consideraciones que 

se traducen en beneficios y trato preferencial. Lozoya no ha pisado 

la cárcel en el país, y al paso que se va no lo hará, tal parece que la 

librará con el manto protector de la misma ley. 

El caso ha destapado el método de la estafa, del soborno y el 

negocio de los contratos, todos bajo el amparo del proceso de la 

privatización de Pemex; queda al descubierto y se confirman las 

motivaciones del interés por “modernizar” a Pemex. La reforma 

energética de carácter neoliberal tenía por esencia la privatización 

de dicha industria, de facilitar el saqueo de la riqueza nacional que 

albergan los energéticos fósiles. 

L 
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Que uno de los beneficiarios 

principales de la red de corrupción sea 

el PRI no es mayor novedad, tampoco 

que en dichos destinatarios estén 

politicastros del PAN y el PRD; en la 

medida que se confirma toda la trama 

de corrupción, son novedad en tanto 

quedan a flote como parte de las 

formas burguesas de hacer política, las 

campañas electorales siempre han sido 

financiadas con dinero producto del 

acto ilícito y emana la ley de la 

depredación del erario público, el 

beneficio personal no respeta ley ni 

color partidario cuando se nada en un 

mar de descomposición. 

Hoy se confirma, con las 

afirmaciones del Sr. Lozoya, que en la 

campaña presidencial del 2012 el PRI 

fue beneficiario directo de la red de 

corrupción en torno a la privatización 

de Pemex, no obstante, también lo 

fueron de manera secundaria, según su 

papel en el espectro político electoral 

tanto el PAN como el PRD. Con 

facilidad se entiende que el Pacto por 

México fue un pacto entre mafiosos 

de la política y el mundo empresarial. 

El actual curso que lleva el juicio 

la Fiscalía General de la República 

(FGR) contra el Sr. Lozoya deja 

muchas dudas sobre la seriedad y 

objetivo jurídico, sólo se le imputa 

asociación delictuosa, cohecho y 

operaciones con recursos de 

procedencia ilícita, sin embargo, si 

dicho individuo es parte de un ente 

corruptor para el saqueo de la riqueza 

nacional los alcances jurídicos 

deberían ser otros. Es obvio que las 

imputaciones de delincuencia 

organizada y lavado de dinero no 

aplican para los ladrones que engendra el Estado. 

El hecho nos recuerda que las reformas neoliberales fueron 

legalizadas por el Legislativo gracias a los sobornos, la “rijosidad” 

de la oposición se redujo a cero con cañonazos de millones de pesos 

y adquirió un nuevo estilo de “combatividad” legislativa en la 

defensa del interés del capital; de ese hecho en particular se 

confirma la regla en torno a la política y la democracia burguesa, la 

corrupción es parte de las formas burguesas de hacer política, esa es 

la política burguesa a la que está sujeto el político de oficio. 

Desde hace cuatro sexenios con frecuencia hay bombas 

mediáticas de hechos de corrupción, el Sr. Bejarano se quedó corto 

con las ligas y fajos de billetes, éstos quedan como cosa menor ante 

los costales y maletas que los panistas recogen para avalar las 

reformas neoliberales. 

Los ríos de corrupción inundan al país, salpican a “hombres de 

negocios”, a políticos de oficio, a funcionarios públicos, en sí a toda 

la estructura de la mal llamada clase política. Los hechos confirman 

que Calderón fue parte activa de dicha trama corruptora, Enrique 

Peña Nieto no sólo la avaló, la perfeccionó y en esa ruta el PRD es 

la rémora que cobra su cuota, por cierto, resulta aleccionador el 

silencio de políticos de oficio pertenecientes a esta sigla, sobre todo 

la del gobernador de Puebla que hoy milita en Morena. 

Calderón promovió intencionalmente la quiebra y 

desmantelamiento de la industria petroquímica para facilitar la 

inversión transnacional. La inversión privada favoreció el 

fortalecimiento del capital monopolista, en específico al 

transnacional, al mismo tiempo que emergían como empresarios 

políticos de oficio que entraban a la rebatinga de los recursos que 

significó tanto el robo de combustible como su saqueo por formas 

legalizadas. 

Los contratos impulsados por su gestión que promovió el 

proyecto Etileno XXI desde 2003, confirma la sangría económica 

en favor de Braskem, filial de Odebrecht. El capital monopolista 

transnacional es el mayor beneficiario del saqueo, confirma que 

individuos como Calderón, Peña Nieto, Agustín Cartens, así como 

plumas mercenarias e intelectuales del régimen son parte activa de 

los intereses del imperialismo y del capital transnacional. 

Los contratos promovidos en las administraciones de Calderón y 

Enrique Peña Nieto fueron diseñados para facilitar el saqueo 

intenso de la riqueza nacional, un hecho objetivo que deriva de la 

reforma energética. El ejemplo es ilustrativo, la industria 
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petroquímica mexicana ha perdido 

alrededor de 10 mil millones de pesos 

en un solo año, recursos destinados a 

financiar a Etileno XXI; Pemex ha 

tenido que pagar multas millonarias a 

la filial de Odebrecht por no cumplir 

con el abastecimiento de 66 mil 

millones de barriles diarios de Etileno. 

La estadística es clara, en dos años y 

medio desde su operación de la planta 

suman 2 mil 813 millones 543 mil 200 

pesos, esa es la magnitud del saqueo. 

A pesar del vendaval mediático y 

lo grave de los hechos, Calderón es 

cínico, se jacta de haber atraído como 

presidente más inversión extranjera 

que otros; el veredicto de la 

objetividad indica que lo dicho es 

basura, sólo verborrea en torno a 

inversiones, tecnología y sinergias. De 

dicho desplante se observa una carrera 

para ver a quien se le reconoce como 

el político que destacó por su 

entreguismo, en esa actitud sólo se 

presume la lambisconería con el poder 

imperialista. 

Así como definimos que el 

narcotráfico es un fenómeno desde y 

para el Estado, también hemos 

señalado que la corrupción como 

fenómeno es intrínseco al capitalismo, 

espoleado con la política del 

imperialismo, el neoliberalismo, 

donde el beneficiario directo es el 

capital monopolista personificado en 

la élite de la clase burguesa, es decir, 

la oligarquía. Los hilos de la 

corrupción, la delincuencia organizada 

con charola, como fenómeno tienen 

origen en y para el Estado, como 

siempre, llevan a los partidos políticos 

de carácter burgués. 

El hecho que hoy se ventile que el grupo de poder que gira en 

torno al PRI por la ruta de Osorio Chong, sólo es un botón de 

muestra más que se exhibe en el ambiente preelectoral; la política 

burguesa va de la mano de los negocios ilícitos que facilitan el 

enriquecimiento; 20 años de política, los mismos para crear fortunas 

en los individuos que son parte de dicho grupo de poder; políticos 

de oficio, mandos policíacos y funcionarios públicos vinculados al 

poder económico, en éste están agrupados los viejos grupos 

caciquiles sanguinarios que desangraron el Oriente del país en los 

años 70 y 80 del siglo pasado. 

En dicha trama corruptora que ahora envuelve a otra parte de los 

políticos de oficio y sus ramales en las instituciones del Estado, el 

narcotráfico emerge tal cual es, una parte de la economía 

subterránea para oxigenar al régimen económico, por tanto, al 

político. 

En esa ruta, la Policía Federal Preventiva (PFP) y su evolución a 

Policía Federal (PF), es una historia de represión y corrupción. La 

historia del gobierno que encabezó Osorio Chong en Hidalgo es la 

del crecimiento de la omnipresente delincuencia organizada. 

Resulta que el Grupo Hidalgo es parte del poder económico, nada 

nuevo, pero lo es en la medida que hoy se confirma que es el 

beneficiario directo de la violencia de la renombrada letra criminal 

del abecedario (la “Z”), nomenclatura bajo la cual -una de ellas- se 

difundió el terrorismo de Estado, confirma que cada nomenclatura 

criminal-gubernamental tiene cabeza en el político de oficio, en el 

funcionario de gobierno encumbrado y ambos obedecen a 

determinado grupo de poder económico. He ahí la esencia del 

fenómeno del narcotráfico y la delincuencia organizada desde y 

para el Estado. 

En su momento señalamos que el combate a dicho fenómeno 

sólo era una cortina de humo para implementar la estrategia y 

táctica contrainsurgente contra el pueblo organizado, hoy con los 

escándalos mediáticos se vuelve inocultable. La “mano dura” de los 

gobiernos priistas y panistas se materializa en policías de diferentes 

corporaciones y comandantes quienes se encargaron de objetivar la 

violencia de Estado, son los perros de caza de la burguesía que 

militarizaron municipios y entidades federativas como parte del 

terrorismo de Estado. La “mano dura” se trocó en mayor 

militarización del país, en más medidas profascistas y en mayor 

control de la población con aplicaciones contrainsurgentes. 

Para dichos individuos que componen los cuerpos policíacos 

envueltos en la objetivación del terror de Estado, caer a la cárcel es 
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una forma de protección para eludir la 

acción de la ley, se está encarcelado 

por motivos menores en espera de que 

las “aguas se calmen” para volver al 

negocio por medios no oficiales, es 

decir, dar vida a los cuerpos 

paramilitares que esparcen violencia 

de clase. 

Hoy Hidalgo emerge como el 

epicentro del robo de hidrocarburos; 

en Guanajuato el principal 

beneficiario de dicha actividad es el 

PAN; en Hidalgo se confirma que el 

PRI es uno de los principales 

beneficiarios, el grandilocuente 

combate al crimen organizado siempre 

ha sido una perversa simulación. 

La realidad nacional confirma que 

los ríos de la corrupción son muchos, 

alimentan al mar de la 

descomposición que existe en el país; 

uno de dichos caudales es el lavado de 

dinero que se da en la amplia red de 

los casinos que operan en todo el país, 

lo es también como contribuyente los 

medios y mecanismos del mundo 

financiero capitalista, en esas aguas 

nada el grupo encabezado por el 

expresidente Calderón. 

De la realidad brotan las 

conclusiones para abordar en su 

exacta dimensión los hechos. La 

corrupción como fenómeno lleva 

implícito al sujeto, éste es el político 

de oficio que actúa fuera del marco 

normativo burgués para favorecer 

intereses particulares, de grupo o de 

clase a cambio de una “recompensa” o 

“propina”; por tanto, corrupto es quien 

asume un comportamiento ilegal de 

quien ocupa un lugar en la estructura 

del Estado. La corrupción es parte de 

la vida del Estado burgués y los hombres que lo materializan. 

Se reconoce como corrupción al cohecho, como recompensa a 

cambio de una actitud; el nepotismo, trabajo o contratos en el 

gobierno a base de la relación del parentesco sanguíneo, y el 

peculado por distracción, es decir, el uso de recursos públicos para 

uso privado. Tipos de corrupción que alimentan el mar de 

descomposición que ahoga al país. 

La corrupción como fenómeno compete a dos sujetos activos, es 

decir, corruptor y corrompido. En la actual trama mediática Lozoya 

es una parte, la otra debe ser develada, en dicha relación queda 

expuesto que no hay amenaza para el corrompido, en ese entendido 

los políticos de oficio del PAN, PRI y PRD actuaron según su 

conciencia y práctica política. 

Por consiguiente, los objetos de la corrupción son elementos que 

en su momento eran parte importante del poder Legislativo, el 

Judicial y la burocracia. Resulta que los tres poderes de la nación 

están envueltos en los vericuetos de la corrupción, ahora se 

comprende mejor del por qué de la renuncia de Medina Mora en su 

cargo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

La corrupción expresa el grado de descomposición del sistema 

económico y político, el capitalismo no es alternativa para la 

humanidad. La corrupción en México, como en otros gobiernos 

capitalistas, es un instrumento de la élite política y económica para 

garantizar intereses y existencia del modo de producción capitalista. 

En nuestro país, la lucha contra la corrupción es el caballo de 

batalla del actual gobierno, sin embargo, resulta que los casos más 

sonados de dicho fenómeno son de uso y cuña política en tiempos 

preelectorales. 

Si el fenómeno abarca a los tres poderes de la nación, indica el 

grave proceso de putrefacción del régimen político y la profunda 

crisis económica; una vez más resulta una cortina de humo para 

disimular el costo de la crisis económica, la magnitud de la crisis de 

salud, en sí la crisis política que se vive en México, hecho objetivo 

que explica existencia y aumento del descontento popular a pesar 

del azoramiento político. En esa perspectiva se entiende que la 

política está por encima de la justicia. 
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FRENAAA, POSICIÓN REACCIONARIA 
 

 

a conformación del Frente Nacional Anti 

AMLO (FRENAAA) y sus 

manifestaciones son indicativo del grado 

de exacerbación de las pugnas interburguesas y la 

decadencia de la política burguesa, producto de la 

crisis estructural capitalista manifiesta en una 

crisis política del régimen. Es una manifestación 

de la política burguesa que representa la crítica de 

la posición ultraconservadora, que encarna la 

visión religiosa, reaccionaria, anticomunista y 

fascista. 

Su origen y composición se encuentra en los 

sectores más reaccionarios de la burguesía, 

proveniente de los estados de la república donde 

históricamente se enquistó la posición fascista y la 

reacción conservadora, con una concepción 

clerical exacerbada. Mediáticamente aparentan 

estar compuesta por sectores de la pequeña 

burguesía, empresarios medianos y pequeños, para 

mantener una careta “civil”, pero su origen está en 

la parte más reaccionaria de la burguesía que fue 

desfavorecida y perdió parte de la administración 

del poder político al arribo de la administración 

morenista. 

La característica histórica de este tipo de 

concepción reaccionaria busca agrupar a las capas 

medias despolitizadas, aprovechar la 

descomposición y la ignorancia política para 

incrementar su presencia, legitimar e imponer su 

voluntad al pueblo. En México dicha posición no 

tiene expresiones significativas, sin embargo, su 

organización y las manifestaciones que hacen en 

torno a un organismo reaccionario es indicativo de 

la profunda crisis que atraviesa el sistema 

capitalista y el reacomodo del poder burgués, así 

como del atraso político que vive parte de la 

población.  

Este discurso y bajo la voz de algunos medios 

se le reduce a una expresión bufonesca, si bien su 

discurso parte de la ignorancia y la visión 

reaccionaria y fascista, más que un arlequín 

moderno representa una advertencia y un 

indicativo del grado de las contradicciones 

interburguesas al interior de la democracia 

burguesa y la descomposición política ideológica 

del régimen. 

Este sector burgués argumenta que en México 

ya no existe la vía electoral; equiparan la 

administración morenista con una “dictadura” o un 

gobierno “comunista”, argumentos insulsos. En 

torno a la “dictadura” a la que aluden, si bien su 

discurso es “pacífico”, la salida lógica que dejan 

ver es la intervención militar, ante una “dictadura” 

quieren justificar la violencia reaccionaria. 

Para tener claridad, la cuestión de la dictadura 

se debe analizar, ésta no es unipersonal, representa 

intereses de clase, lo que vivimos es la dictadura 

del capital porque se impone el interés capitalista, 

el de la propiedad privada, el de la explotación y 

opresión capitalista.  

La forma en que se manifiesta esa dictadura, en 

el momento actual, es en la democracia burguesa, 

legitimada en la farsa electoral, que aún es 

funcional por las condiciones históricas y 

sociopolíticas que vive México. Las elecciones, 

hasta hoy en nuestro país, son un instrumento de 

dicha democracia burguesa que sirven para 

legitimar la dictadura del capital. 

La administración de AMLO no es un gobierno 

socialista o comunista, es parte de la burguesía, no 

pugna por la transformación del modo de 

producción ni por los intereses de las masas 

trabajadoras, los señalamientos desde la derecha 

L 
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propalan la confusión y buscan posicionar un 

discurso anticomunista para alejar a las masas de 

la posición revolucionaria.  

Los insistentes señalamientos en torno a la 

exigencia de renuncia a AMLO tiene el objetivo de 

cambiar de personero del capital, a uno que sea 

más acorde a su posición reaccionaria, no de 

buscar el bienestar y desarrollo del pueblo.  

Buscan recuperar parte del poder político y 

establecer su lógica fascista, impulsar una salida 

más violenta y reaccionaria a la crisis. 

Contradicciones que son no antagónicas, a pesar 

de ello se manifiestan de forma violenta y en 

combate abierto político ideológico en momentos 

de mayor crisis. 

Para poder dilucidar el conflicto político-

ideológico entre los sectores burgueses es 

necesario delinear de forma general el carácter del 

representante del Ejecutivo federal; éste representa 

una concepción burguesa liberal, falsamente 

popular y sumamente demagógica. 

Por lo que existe en su seno una contradicción, 

la lógica neoliberal como política económica 

imperialista impulsada en las últimas tres décadas 

como parte de las exigencias y necesidades del 

capital monopolista transnacional y la concepción 

burguesa liberal de la administración morenista. 

Dicho panorama es producto de la crisis 

económica que atraviesa el capitalismo y la 

descomposición política y social del régimen. Por 

el poder que administra la burguesía, su carácter 

heterogéneo como clase, las pugnas por mantener 

el poder y las formas de salir o sortear la crisis se 

presentan dichas manifestaciones. Lleva en su ser 

la confrontación intestina y violenta. 

En el marco de la actual crisis capitalista el 

Estado burgués mexicano no es un ente 

monolítico, es un cúmulo de contradicciones 

burguesas, lo que lo mantiene cohesionado es la 

defensa de su interés como clase, la existencia de 

la propiedad privada y la dictadura del capital. 

Bajo estos principios se rige la democracia 

burguesa, por lo que es entendible que las acciones 

políticas de lo más reaccionario de la burguesía 

sean cuñas para ejercer presión a la administración 

federal; a la vez la respuesta de éste la utiliza para 

encasillar su “protesta” como parte de la defensa 

de la corrupción, con lo que quiere reforzar su 

legitimidad. 

Bajo el telón demagógico equipara 

discursivamente todo acto de protesta, sin 

distinción entre el criticismo burgués y la crítica 

política al régimen de las fuerzas populares. La 

posición del representante del Ejecutivo combate 

toda posición crítica progresista a su gobierno y al 

capitalismo, la invisibiliza e ignora. Su 

administración muestra su carácter de clase, 

combate a la posición revolucionaria y hace 

defensa del capitalismo.  

A la posición reaccionaria, en cambio y a pesar 

del aparente rechazo, se le da espacio y revuelo en 

el circo mediático. La intención es vulgarizar la 

discusión política y darle juego al criticismo. De 

palabra critica a la reacción, pero en los hechos 

apoya los intereses de una parte de la oligarquía. 

El discurso demagógico del gobierno y el discurso 

fascista de FRENAAA tienen punto de 

coincidencia, el interés burgués.  

En estos momentos se requiere claridad 

política, por lo que toda crítica al régimen debe ser 

planteada en función del combate político contra el 

régimen, que tiene base en el análisis científico de 

la realidad para su transformación radical en 

beneficio del progreso de la humanidad, de los 

trabajadores; ajena a toda política burguesa. 
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DECISIONES DIFÍCILES 

II 

(Confesiones de un político de oficio cínico) 
ara el político de oficio la democracia 

burguesa es el ámbito de sus actos 

cotidianos que los considera heroicos, en 

ella se realiza y sólo tiene el propósito de 

garantizar la reproducción de las relaciones de 

opresión política, así como facilitar el camino del 

“éxito” que se tasa en la aspiración de ser parte de 

la clase explotadora, de ahí que todo político de 

oficio siempre procure ser empresario. 

Calderón presenta en Decisiones difíciles con 

claridad las relaciones políticas en la esfera de los 

hombres que garantizan la reproducción del 

régimen político; confirma que todo cuanto hacen 

los hombres del régimen a través de los partidos 

burgueses nunca romperán los estrechos marcos de 

la democracia burguesa, ésta cada vez está más 

desgastada y pierde credibilidad ante las masas 

trabajadoras. 

Las relaciones entre los políticos de oficio que 

les dan vida reflejan con claridad los intereses que 

representan, es decir, relaciones entre hombres y 

mujeres que están para garantizar la democracia 

burguesa, el régimen de explotación y opresión 

capitalista. Las contradicciones que surgen de 

dicha interacción siempre son secundarias, las 

cuales se resuelven a través del acuerdo “político”, 

el cual está fincado en una relación de beneficio 

económico. 

En la explicación que da sobre los 

acontecimientos electorales que lo llevaron a los 

distintos puestos de “representación popular”, 

cargos públicos y la presidencia del país, 

encontramos la confesión del camino y las 

marrullerías del político proburgués que nos 

presenta las relaciones entre los hombres de la 

política de manera idílica.  

También queda al descubierto que en el fondo 

de toda lucha electoral desde la perspectiva de los 

partidos burgueses la esencia no es el cambio de 

régimen, por el contrario, se funda en la aspiración 

personal de vivir del erario público, una forma 

fácil y cómoda para hacerse de un capital y 

emerger como parte de los hombres del mundo 

empresarial.  

Autonombrarse y ser parte de la “clase política” 

consiste en el “arte” de establecer todo tipo de 

compromiso político que facilite o se impongan las 

exigencias de la clase burguesa, el vehículo 

político es la democracia burguesa que constituye 

el instrumento de opresión política. 

Si para el politicastro la democracia es el 

máximo acto heroico, en realidad, la democracia 

burguesa es la forma que adquiere el régimen 

político basado en imponer el poder de la clase 

burguesa, en anular y desconocer por todos los 

medios toda expresión del principio del poder de 

las masas trabajadoras; en la democracia burguesa 

no existe ni libertad ni igualdad entre ciudadanos, 

éstas sólo se garantizan según la magnitud del 

capital que se tenga. 

No es factible ver a la democracia en abstracto, 

ésta está en correspondencia con el tipo de 

sociedad y las condiciones de existencia de las 

masas trabajadoras. En una sociedad dividida en 

clases sociales antagónicas, como la nuestra, la 

democracia es la expresión política de la dictadura 

de clase que detenta el poder. 

P 
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En México la democracia expresa con nitidez la 

dictadura del capital, todas las instituciones y 

hombres que las operan están en función de 

garantizar la propiedad privada sobre los medios 

de producción y el poder político de los dueños de 

los medios de producción. 

Sabias resultan las palabras de Lenin cuando 

señaló que “en la sociedad capitalista tenemos una 

democracia amputada, mezquina, falsa, una 

democracia únicamente para los ricos, para la 

minoría”. En nuestra realidad esa condición se 

confirma en cada uno de los procesos electorales 

que se dan cada tres y seis años, lo que prevalece 

en ellos es el poder del dinero, quien más vínculos 

tenga con el poder económico labra con más 

facilidad el camino que lo encumbre en la política 

burguesa. 

Las formas burguesas de hacer política pasan 

por todo el prisma ideológico que impera en la 

sociedad, en ésta lo que predomina son las ideas de 

la clase que detenta el poder, en ese sentido, en el 

marco de la democracia burguesa no hay acto 

heroico que reconocer, lo que emergen son 

relaciones y contradicciones vinculadas a la lucha 

por acceder a una parte del poder político para 

servir al poder económico. 

Es fácil comprender que en la lucha por la 

democracia de quienes integran el PAN el alcance 

de sus planteamientos no son para liberar al pueblo 

de las relaciones de explotación capitalista, por el 

contrario, toda iniciativa que brota de él está en 

función de garantizar dicha condición.  

Las inconsistencias de la democracia burguesa 

son muchas, en cada proceso electoral son 

recurrentes, en cada uno también se observan los 

nuevos aspectos que debelan los intereses y 

exigencias burguesas que están en juego. Cada 

proceso electoral que hoy es parte de la historia 

moderna del país confirma que las inconsistencias 

de la democracia es indicativo de las 

contradicciones no antagónicas que existen en la 

sociedad, hasta ahí es el límite de la democracia de 

y para unos cuantos. 

En ese marco se dan y se puede comprender 

con facilidad las contradicciones que emergieron 

en los diferentes procesos electorales donde se han 

confrontado los políticos de oficio; es el marco de 

la existencia de los fraudes electorales y la 

imposición de los candidatos de la oligarquía que 

los presentan como triunfos, sin embargo, la regla 

en cada uno de ellos es la anulación de la voluntad 

popular para imponer la de la oligarquía. 

La contradicción que expone Calderón en el 

proceso electoral de donde emergió como 

presidente de la república en torno a la exigencia 

del recuento de votos, no es más que el indicativo 

de la confrontación entre PAN-PRD por ganar la 

simpatía de la élite burguesa para constituirse en la 

junta de administración de los intereses burgueses. 

La validez o la anulación de la elección explica 

que las anomalías de la democracia burguesa son 

muchas, que ésta tiene que ser constantemente 

remozada, apuntalada, de lo contrario queda 

expuesta la dictadura del capital. 

Con certeza podemos comprobar que la 

ilegitimidad de un político de oficio anuncia su 

carácter antipopular. En la medida que Calderón 

fue impuesto por la élite burguesa, su gobierno 

emergió con un alto grado de ilegitimidad, su 

gobierno se configuró desde un principio como 

antipopular, represivo, prooligarca y 

proimperialista. 

La historia de todos los procesos electorales en 

el país confirman una condición de la democracia 

burguesa y los políticos de oficio que la 

garantizan, por su naturaleza política, no hay 

político de oficio democrático, todos hasta hoy han 

servido al poder burgués. 

Es lo que hizo Calderón desde el principio de su 

gobierno, en el libro en cuestión, se confirma dicha 
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naturaleza en cada uno de sus actos, éstos 

estuvieron en concordancia con la exigencia 

oligarca, el mismo acto protocolario para tratar de 

brindar de legitimidad a su gobierno pasó por 

apoyarse desde el primer minuto de su gestión en 

el pilar del aparato represivo, éste constituyó su 

principal puntal; su condición proempresarial 

quedó también de manifiesto en el acto real de la 

toma de protesta frente a empresarios y una nube 

de politicastros, el acto en el palacio legislativo 

sólo fue el proceder protocolario que deriva de la 

interpretación a modo de la Constitución. 

De la retorcida interpretación de la ley emerge 

un acto protocolario que es claro en el mensaje 

político, el gobierno de Calderón sería por esencia 

antipopular y represivo, condición que se confirmó 

en cada decisión o ley que impuso su gobierno, la 

ruta de la imposición de un Estado policíaco 

militar estaba libre de todo obstáculo político y 

jurídico. 

Línea tras línea en Decisiones difíciles 

encontramos y confirmamos que para el político 

de oficio la voluntad popular no tiene valor, sólo lo 

adquiere en el discurso demagógico para tratar de 

revestir de legitimidad a un gobierno que no hará 

nada por las masas trabajadoras.  

Es fácil comprender que en el gobierno de Fox 

y en el de Calderón el PAN buscó por diferentes 

medios acceder a la base política que le da vida al 

priismo, a través del charrismo sindical se buscó 

afinar los mecanismos de opresión política para los 

asalariados. Los acuerdos con Elba Esther Gordillo 

expresan hasta dónde el poder burgués da vida al 

charrismo sindical, éste es útil en la medida que 

garantiza opresión política, en el gobierno de 

Calderón el charrismo sindical adquiere otro matiz 

en su papel como correa del poder burgués, se 

tradujo en reparto de canonjías que acaparó 

Gordillo en la medida que se presentaba como un 

poder que subyuga a los sindicalizados. 

En el gobierno de Calderón la fuerza policíaco 

militar se reveló como la principal forma de 

gobernar, su actuación siempre estuvo para 

preservar al Estado; la actuación sin límite de los 

cuerpos policíaco militares confirmó día a día que 

la preservación del Estado condujo a la 

imposición de un Estado policíaco militar con la 

figura de un civil al frente de éste; el gobierno de 

Calderón explica con creces que el politicastro 

torcerá y retorcerá la ley con un solo propósito: 

imponer la voluntad oligárquica, preservar los 

intereses de la clase explotadora, he ahí el porque 

los empresarios estaban cómodos con su gobierno 

y el conjunto de leyes que se promovieron, éstas 

tuvieron el propósito de la defensa del interés 

burgués. 

La ceremonia preliminar que se realiza a partir 

de las cero horas del día que se inventó Calderón 

para asumir sus funciones es parte de las 

confesiones cínicas, en dicho acto vemos la 

esencia antipopular en la medida que no se 

responde al interés popular, por lo contrario, 

expresa la existencia del Estado policíaco militar; 

se reconoce que el acto de la entrega simbólica de 

la bandera nacional en Palacio Nacional es en 

esencia la entrega del mando de la fuerza pública, 

elemento esencial del poder, el poder burgués, éste 

se funda en la violencia de clase y el Estado es el 

promotor y rector de ella. 

Dicha esencia también la vemos en el proceso 

de transición, es un recuento de hechos de cómo se 

construye el gobierno antipopular, ilustra cómo se 

lleva el proceso de reacomodo de las fuerzas que 

emanan de los diferentes grupos de poder 

económico-político, el entramado de relaciones 

que expresan el pago del compromiso de grupo, 

así mismo, despeja toda duda de su condición 

represiva que demandó al gobierno de Fox 

resolver de manera correcta el problema Oaxaca, 

fue la exigencia de reprimir al movimiento 
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magisterial popular que hacía crítica política al 

régimen. 

Se nos presenta el tema de la seguridad como el 

más difícil, sin embargo, en dicho proceso de 

transición observamos cómo se impuso y proyectó 

la concepción policíaco militar para su solución; se 

construyó a partir de la concepción 

contrainsurgente al enemigo interno que justificara 

la violencia de clase sobre el pueblo trabajador.  

Emerge con más fuerza el fetiche de la 

seguridad como principio fundamental para el 

desarrollo económico, en esa lógica el combate 

contra el narcotráfico y la delincuencia organizada 

sería la cortina de humo para ocultar la esencia 

represiva de la política de gobierno, de donde 

emanó el terrorismo de Estado que se expresó en 

el lapso de dos sexenios en los cientos de miles de 

víctimas directas de la política de gobierno que 

criminaliza la pobreza. 

Si la política de gobierno sería el terrorismo de 

Estado se requería un perfil represivo en los 

hombres que hicieran factible dicha política, que la 

materializaran sin ningún pudor, así es como 

figura Eduardo Medina-Mora, Daniel Cabeza de 

Vaca, Genaro García Luna, Miguel Angel Yunes 

Linares entre otros nombres que expresan la 

condición de dicha administración, todos se 

identifican por sus ideales profascistas, 

politicastros que hoy deberían de ser juzgados por 

crímenes de lesa humanidad, hacerlo por 

corrupción es darles el beneficio de la duda y 

facilitarles el camino del indulto. 

Es obvia la alegría, en el que sería presidente de 

la república, que causó la represión al movimiento 

magisterial popular, al poner en alto la actuación 

de Medina-Mora por su desempeño en la difícil 

recuperación de las calles de Oaxaca, el acto 

represivo se convalida y se eleva a héroe 

gubernamental al funcionario que organiza y 

desata la violencia de Estado contra el pueblo; la 

concepción reaccionaria de quien escribe 

Decisiones difíciles queda de manifiesto cuando se 

hace apología a Medina-Mora en su proceder en la 

operación para reabrir las calles y rescatar la 

ciudad de Oaxaca, tomada violentamente por la 

CNTE y la APPO, según FCH.  

Concepción profascista que ve al derecho a la 

protesta y organización como un hecho delictivo, 

un atentado al poder burgués; es la confesión del 

odio de clase contra el pueblo que se organiza y 

lucha fuera de la corporativización burguesa. El 

proceder del gobierno de Fox contra el pueblo que 

protestaba en Oaxaca pasa por la exigencia 

oligarca que se realizó a través de Calderón, éste 

pidió reprimir para legitimar a priori su propio 

gobierno. 

En cada línea del libro, en cada tema que se 

aborda se confirma la condición de Calderón, un 

político reaccionario, partidario de la reacción 

política que procura mantener en las mejores 

condiciones al régimen de opresión capitalista, “su 

lucha” consiste en mantener por medio de la 

violencia de clase el régimen de explotación 

capitalista; por su concepción se opone a toda 

exigencia popular y transita por la ruta del poder 

que emana del Estado policíaco militar, una 

exigencia imperialista en tiempos de crisis del 

modo de producción capitalista. 

Su libro es una viva incitación a la reacción 

política; las razones de su gobierno destilan las 

razones de Estado y éstas la exigencia oligarca e 

imperialista; lo reaccionario en su gobierno quedó 

de manifiesto desde el momento de su imposición 

como candidato a la presidencia, luego como 

presidente y como gobierno el cual transitó por la 

política de reprimir y aplastar con todo el peso del 

aparato represivo los derechos y libertades 

políticas, la persecución y criminalización de las 

organizaciones del pueblo; el terror, la violencia y 

la concepción profascista fueron los componentes 

de la política de su gobierno. 
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DESAPARICIÓN FORZADA, 

EXPRESIÓN DE LA VIOLENCIA 

BURGUESA 
 

a desaparición forzada de personas se 

mantiene como práctica recurrente del 

Estado contra las masas trabajadoras 

para quebrantar su voluntad de combatir, las 
cifras lejos de disminuir se incrementan y 

mantienen un ritmo ascendente. Las víctimas 

de la presente administración tienen el mismo 

origen popular que las anteriores, confirmación 

de que la violencia de Estado favorece a la 

clase burguesa.  

Las expectativas que se levantaron con el 
arribo de una nueva junta administrativa hoy 

quedan sepultadas, la violencia de clase contra 

el pueblo y los crímenes de lesa humanidad 

lejos de erradicarse perviven. La desaparición 

forzada y la ejecución extrajudicial no 

descendieron en términos comparativos con 

sexenios anteriores, las cifras oficiales pese a 

su marcado carácter conservador son muestra 
de la persistencia del terrorismo de Estado, a 

pesar del discurso presidencial. 

Desde la documentación periodística las 

cifras del crimen de Estado señalan que este 

fenómeno creció, y contrario a la afirmación 

desde el Ejecutivo federal en su más reciente 

informe no sólo pervive como práctica 

recurrente sino que la nueva administración se 
niega reconocer y atender desde la propia 

legalidad que dice ejercer.  

Desde el periodismo se sentencia que el 

38% de las desapariciones forzadas cometidas 

en el país, en su historia reciente, se 

concentran en lo que va del mandato de la 

presente junta administrativa; si tomamos 
como base estas cifras, a modo de ejemplo, 

podemos observar que los crímenes de Estado 

aumentan y que la retórica de la supuesta 

legitimidad basada en el bono electoral es un 

ariete político para justificar la política 
represiva y la violencia de clase. 

Tal situación coloca en entredicho la 

política oficial del Ejecutivo federal, quien 

constantemente manifiesta que no se dará 

ninguna orden para cometer actos de represión. 

La desaparición forzada, ya sea por motivos 

políticos o sociales, son parte de un 
componente represivo y de la violencia de 

clase que está dirigida contra el pueblo. La 

afirmación de que no existe represión, por 

tanto, se convierte en una simple frase para 

distorsionar la realidad, demagogia como parte 

de la política oficial, que es cuestionada a 

diario por los hechos y la crítica política de las 

masas organizadas. 

De ser cierta la afirmación que se emite 

desde Palacio Nacional, es obligada una 

pregunta ¿De dónde emana la orden para 

mantener intacto el Estado policíaco militar y 

todo el aparato represivo? de esta interrogante 

se desprende otra ¿Quién o quiénes son los que 

dictan las ordenes de ejercer la violencia 

contra el pueblo? 

La diferencia del actual contexto político al 

de gobiernos anteriores consiste en que los 

monopolios de la comunicación, en acuerdo 

tácito, mantienen una actitud indiferente e 

indolente ante el cometido de los crímenes de 

lesa humanidad contra el pueblo, lo que 

convalida y oculta la violencia de clase en su 
exacta dimensión; acorde a los lineamientos de 

L 
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la política federal se cierra el paso a las voces 

y denuncias de las masas organizadas y no 

organizadas, es la forma en que se materializa 

la dictadura de opinión en el presente sexenio.  

Las fosas clandestinas son la evidencia de 

una política transexenal basada en el 

terrorismo de Estado que alcanzó su clímax en 

los gobiernos de Felipe Calderón y Enrique 
Peña Nieto, las más de 5 mil fosas registradas 

dan cuenta de la violencia de clase ejercida por 

las juntas administrativas del PAN y PRI, pero 

también ponen en evidencia que la política 

actual no es ajena a la práctica de la 

desaparición forzada y la ejecución 

extrajudicial, en la administración morenista 

persisten con recurrencia. 

La violencia de clase que emana del Estado 

contra las masas trabajadoras y pueblo 

organizado es ejecutada por los cuerpos 

policíacos militares, quienes están 

involucrados en la ejecución directa de los 

crímenes de lesa humanidad, verbigracia, la 

desaparición de los 43 normalistas de 
Ayotzinapa.  

Viejos y nuevos mandos están 

estrechamente asociados a esta práctica, 

estructuras que aún se mantienen 

inexpugnables por la propia ley burguesa, una 

evidencia más de la impunidad que caracteriza 

a un Estado burgués. La responsabilidad de la 

cúpula policíaco militar, pese a la extensa 
documentación testimonial y comprobación en 

los hechos del cometido de crímenes de lesa 

humanidad, es omitida deliberadamente, la 

propia acción jurídica del Estado promueve los 

mecanismos para que éstos no sean alcanzados 

por la justicia burguesa. 

La negativa de llevar a juicio a políticos de 

oficio del orden federal y hacerlo casi 
exclusivamente por actos de corrupción, más 

que un acto de justicia popular, es una 

maniobra política vinculada a la coyuntura 

burguesa electoral para sostenerse en el poder, 

fortalecer sus estructuras opresoras y remozar 

la democracia burguesa. Con ello, a los 

criminales de Estado se les exime de la 

responsabilidad de los crímenes de lesa 

humanidad. 

Cientos de miles de casos de desaparición 

forzada se han cometido en México, ninguna 

entidad federativa escapa a este fenómeno, ahí 
donde la inconformidad y protesta popular 

comienza a manifestarse los crímenes de 

Estado crecen, así como la acción represiva de 

los gobiernos locales. 

La actitud del Estado mexicano, por su 

carácter burgués, ante la creciente crítica 

política del pueblo organizado asume la 

impunidad como política oficial y refleja el 
desdén por los acuerdos y tratados 

internacionales sobre derechos humanos, al 

hacer de ellos frases insustanciales so pretexto 

de la existencia de un vacío legal en la 

legislación mexicana que no se atreve a 

resolver, de esa manera escamotea el acceso a 

la justicia y verdad de las miles de víctimas. 

Por lo que las iniciativas y recursos 

jurídicos que desde el movimiento popular 

emanan para que los organismos judiciales del 

Estado asuman la propia ley burguesa es 

cuanto más necesaria para luchar contra ésta 

práctica, para desenmascarar el verdadero 

carácter de la junta administrativa. Este campo 

de la lucha debe desarrollarse de manera 
combinada con las medidas políticas que 

cuestionen el proceder institucional y el poder 

burgués, porque el poder económico y político 

es indisoluble. 

La existencia de más de 500 

recomendaciones para México dictadas por la 

ONU en relación a casos de desaparición 

forzada están sin resolverse jurídicamente a 
favor de las víctimas, lo que impide conocer el 

paradero de sus familiares. Esto refleja la 

magnitud del fenómeno en dos sentidos: la 

impunidad que tiene como propósito proteger a 
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la cúpula policíaco militar y políticos de oficio 

encargados de diseñar y objetivar el terrorismo 

de Estado; y la inconmensurabilidad del 

fenómeno y de la ofensiva que padece el 

pueblo. 

El Estado mexicano tiene en su haber la 

responsabilidad de la desaparición forzada de 

más de 350 mil personas, de las cuales apenas 
reconoce 73 mil y en el plano internacional 

sólo han podido sobresalir poco más de 500. 

Del fenómeno real y objetivo las instituciones 

burguesas recurren al manejo perverso de las 

cifras a partir de mecanismos que obstaculizan 

su conocimiento, comprensión y dinámica, 

porque no permiten conocer la verdadera 

cantidad de víctimas, así como el papel y 
proceder de las instituciones represivas, sin 

embargo, lo que es inocultable de estas cifras 

es la continuidad en la práctica de la 

desaparición forzada y la contradicción o farsa 

de un gobierno que presupone estar 

impulsando una “transformación”. 

Amnistía Internacional señaló que por lo 
menos durante la administración del gobierno 

actual aumentaron 11 mil 400 personas 

desaparecidas, hecho que desnuda por 

completo la retórica de que la política 

burguesa de los viejos gobiernos es cosa del 

pasado. La violencia de Estado emana y sirve a 

la clase en el poder.  

La lucha contra este crimen de lesa 
humanidad y de Estado no puede estar ajena al 

cuestionamiento de las estructuras policíaco 

militares, son quienes diseñan y ejecutan la 

violencia de clase. Hasta hoy toda junta 

administrativa se niega a escudriñar en el 

proceder de la estructura encargada del 

cometido de los crímenes de Estado, las 

fuerzas armadas que son la columna vertebral 
que sostienen al régimen.  

No asumir el cuestionamiento hacia estas 

instituciones represoras es cerrar la posibilidad 

de conocer la verdad y el paradero de las 

víctimas de desaparición forzada, porque entre 

sus paredes y mazmorras se encuentran las 

evidencias del anhelo de los millones de 

familiares que aun abrigan la esperanza de 

encontrarlos con vida. 

No se trata de sustituir una exigencia por 

otra o vivir bajo el condicionamiento perene 

del Estado; desde el poder burgués se coloca a 
los familiares de las víctimas de desaparición 

forzada a la decisión de aceptar una medida 

jurídica que no atiende la esencia del 

fenómeno o se le orilla, bajo la aceptación de 

condicionamientos económicos, a la renuncia 

de la exigencia del ser querido; los 

componentes del cometido de la desaparición 

forzada están en el Estado, y los cuerpos 
represivos son la parte activa que concreta el 

crimen de Estado, razón por la que su 

investigación y enjuiciamiento es necesidad 

que debe ser abrazada por las masas que 

padecen la violencia. 

La crítica política de las masas, de los 

familiares de las víctimas de los crímenes de 
lesa humanidad existe pero pretende ser 

minimizada y opacada por parte del Estado y 

los monopolios de la comunicación al 

prolongar de manera forzada la coyuntura 

burguesa bajo el velo de emergencia sanitaria.  

El estado de derecho burgués en el régimen 

capitalista, los intereses económicos y políticos 

de la clase en el poder están por encima de las 
masas trabajadoras, para que el pueblo pueda 

acceder a la justicia plena en la defensa de sus 

intereses tiene que enfrentarse al poder 

económico y político; el movimiento popular 

para que pueda ser tomado en cuenta en los 

mecanismos jurídicos de la ley burguesa hoy 

tiene ante sí la necesidad de desplegar combate 

político de manera constante y generalizar las 
acciones política de masas para romper la 

iniciativa del Estado que pugna por liquidar 

cualquier crítica política contra el gobierno que 

no resuelve las demandas populares. 
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AYOTZINAPA, EL CRIMEN DE ESTADO 

PERDURA 

a desaparición forzada de los 43 

normalistas de Ayotzinapa es 

responsabilidad del Estado mexicano 

cometida bajo la administración de Enrique 

Peña Nieto (EPN). Múltiple crimen de lesa 

humanidad y de Estado donde las 

corporaciones policíaco militares, en sus 

diferentes cadenas de mando, tuvieron una 

participación activa. Funcionarios de los tres 

niveles de gobierno asumieron una política de 

omisión, comisión o aquiescencia en este 

cometido. 

La crítica política de las masas organizadas 

bajo una posición combativa fue condición 

para develar una verdad irrefutable, el papel 

del Estado en el cometido de múltiples 

crímenes de lesa humanidad el 26 y 27 de 

septiembre de 2014. Esa verdad se presentó 

bajo la consigna política ¡FUE EL ESTADO! 

El golpe político demoledor de esta verdad, 

que expresa la defensa de los intereses de los 

familiares y víctimas de la violencia de clase y 

el terrorismo de Estado, siempre fue incómodo 

para el Estado, desde un principio trató de 

desvirtuarla para deslindar su responsabilidad 

y dar continuidad a la política de impunidad. 

La “verdad histórica” impuesta por el 

Estado, en voz del exprocurador Jesús Murillo 

Karam, nunca tuvo sustento objetivo, porque la 

premisa o tesis fundamental se basaba en 

imputar estos hechos a la mítica delincuencia 

organizada, sobre quienes debía caer “todo el 

peso de la ley”. 

Dicha tesis, fundada en el estado de derecho 

burgués, consideró al narcotráfico y 

delincuencia organizada como un poder capaz 

de disputar territorio y poder al Estado 

mexicano; para las instituciones burguesas, en 

dicho proceder es que cometió los crímenes 

del 26 y 27 de septiembre como parte de su 

naturaleza, lo que inevitablemente conlleva a 

no dirigir la atención en los sujetos de Estado 

que tienen responsabilidad directa. 

Para nadie es un secreto que los 43 

desaparecidos y los 80 ejecutados 

extrajudicialmente durante los dos días del 

2014 fueron el resultado de una ofensiva 

contrainsurgente donde todas las corporaciones 

policíacas y militares, así como las distintas 

denominaciones delincuenciales, estuvieron 

coordinadas por el mando único, expresado en 

la cúpula militar. 

La conclusión es evidente, fue el Ejército 

mexicano quien organizó, planificó, dirigió y 

ejecutó el operativo contrainsurgente con el 

firme interés de ejercer un golpe político al 

movimiento popular para eliminar su voluntad 

de combatir. 

Razón por la que el Estado de manera 

recurrente, por medios jurídicos y políticos, 

generó mecanismos para proteger a esta cúpula 

militar. Desde el estado de derecho burgués se 

instrumentaron mecanismos para garantizar 

impunidad a los diferentes mandos del Ejército 

y funcionarios federales. A ellos, además de la 

instrumentación de una política dilatoria de los 

gobiernos en turno, se les favorece con 

L 
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recursos jurídicos para evitar que sean 

alcanzados por la propia justicia burguesa y se 

les diluye de toda responsabilidad en el 

cometido de este múltiple crimen de Estado. 

El cambio de administración federal 

presuponía para algunos la solución pronta y 

expedita de este caso. Sin duda trajo consigo 

cambios en el proceder jurídico, ahora se 

considera el caso como un crimen de Estado 

desde la institucionalidad, con sus consabidas 

investigaciones y nuevas órdenes de 

aprehensión, donde aparece la figura delictiva 

de desaparición forzada. 

De manera declarativa se acepta, a fuerza de 

la lucha de organizaciones y familiares en 

visibilizar el fenómeno de la desaparición 

forzada y exigir justicia, pero en los hechos se 

actúa en contraparte bajo el ardid del respeto a 

la legalidad burguesa, forma política burguesa 

por la cual se simula la aplicación de la 

justicia.  

La esencia de la política de Estado que finca 

la responsabilidad del múltiple crimen de 

Estado en la delincuencia organizada se 

mantiene. La tesis sobre la que se fundó la 

“verdad histórica” del sexenio de EPN es la 

misma que hoy se presenta, dada a conocer 

bajo una nueva administración y retórica por el 

Fiscal General Gertz Manero:  

Para nosotros, lo que dijeron sobre 

la forma como los detuvieron y los 

desaparecieron es el fondo del 

asunto. Allí radica la incógnita y el 

punto de controversia. 

Dejémoslo en que la desaparición 

forzada de los jóvenes fue producto 

del choque de grupos delictivos que 

tienen la necesidad de controlar un 

centro de distribución de amapola. 

Punto. 

…que los grupos delictivos 

empiezan a operar a través de 

policías municipales.  

(Proceso No. 2279) 

Bajo esta premisa renace la “verdad 

histórica”, su solución en la administración 

actual pasa por enjuiciar a funcionarios 

menores, en tanto que las cúpulas de poder 

político y militar se les garantiza impunidad. 

De esta tesis se desprende, nuevamente, que la 

responsabilidad no es del Estado, el fenómeno 

se reduce en un absurdo daño colateral cuyas 

víctimas tuvieron la desgracia de estar en el 

momento y lugar inadecuado, donde la mayor 

injerencia la tuvieron las corporaciones 

policíacas del ámbito municipal. 

La esencia permanece al imputar a la mítica 

delincuencia organizada y a la corrupción en 

instancias de menor nivel. No se hace el 

esfuerzo por enjuiciar a funcionarios de alto 

nivel y a la cúpula militar, a pesar del cúmulo 

de pruebas e investigaciones que apuntan a su 

participación activa en el cometido de 

crímenes de lesa humanidad.  

El 27° batallón del Ejército mexicano 

ubicado en Iguala sí tuvo participación activa, 

planeada e instrumentada desde las altas 

cúpulas militares, razón por la que la 

investigación debe girar en torno a esa cadena 

de mando. 

El exprocurador Jesús Murillo Karam y el 

extitular del Agencia de Investigación 

Criminal (AIC) Tomas Zerón de Lucio son 

apenas un eslabón de la cadena de funcionarios 

de una estructura institucional que tiene 

responsabilidad por comisión, omisión o 
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aquiescencia. En el cometido de los crímenes 

de Iguala se encuentran funcionarios 

municipales, estatales y federales, como es el 

caso del expresidente EPN, los altos mandos 

son quienes deberían figurar 

preponderantemente en la investigación, 

enjuiciamiento y castigo por ser responsables. 

Bajo la tesis de la delincuencia organizada 

como principal responsable y desde los 

cánones del estado de derecho burgués no se 

escapa al derrotero del sexenio anterior, a 

pesar de la confianza y expectativas que han 

depositado en la administración morenista 

quienes luchan por la presentación de los 

normalistas.  

El actual proceder jurídico abre expectativas 

para algunas víctimas del terrorismo de 

Estado, pero no podemos perder de vista que 

en un estado de derecho burgués el entramado 

legal lleva la posibilidad de escamotear la 

defensa de los derechos de las víctimas 

directas e indirectas de la violencia de clase. 

Las masas organizadas deben superar el 

velo político impuesto por el carácter 

demagógico de una administración que funda 

su actuar en el estado de derecho burgués y 

desarrolla una política de fortalecimiento de 

las estructuras represivas. La palabra del 

gobierno actual no es suficiente, mecanismos 

jurídicos que simulen justicia tampoco. 

La lucha por la presentación con vida de 

todos los detenidos desaparecidos es una 

necesidad que rebasa administraciones 

federales, ésta no cesará en tanto no se 

presente con vida a los desaparecidos, se 

enjuicie y se castigue a los perpetradores 

materiales e intelectuales, se desmantele el 

Estado policíaco militar y la práctica de la 

desaparición forzada deje de ser política de 

gobierno. 

 
¡ANTE LA VIOLENCIA DE ESTADO, 

A CONSTRUIR LA AUTODEFENSA 

ARMADA DE LAS MASAS! 
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LA FISCALÍA EN CHIAPAS, 

PROCURADORA DE FALSOS CULPABLE 

 
a administración que encabeza Rutilio 

Escandón Cadenas, gobernador de 

Chiapas, se enfoca en la criminalización 

de la protesta popular y en ejercer la represión 

contra las organizaciones populares de carácter 

independiente. 

Es política de su gobierno para acabar con la 

voluntad popular de combatir, promover la 

descomposición social y someter al pueblo 

explotado y oprimido a merced de los intereses 

burgueses que representa, con la aplicación del 

terrorismo de Estado. 

La mesa de seguridad que encabeza el 

gobernador contra el combate a la “incidencia 

delictiva” en los hechos refleja lo contrario de su 

aparente objetivo, con este mecanismo policíaco 

militar busca acabar con las organizaciones 

populares, para ello se aplica el estado de 

derecho oligárquico a modo a todo aquel que 

hace crítica política al régimen.  

La fiscalía del estado de Chiapas, 

representada por Jorge Luis Llaven Abarca, es 

una institución que no procura la justicia, es fiel 

testimonio de un gobierno antipopular, 

autoritario y represivo que está al servicio de 

grupos burgueses e intereses personales.  

Su sello represivo se materializa en la 

creación de carpetas de investigación falsas e 

incriminatorias; las constantes detenciones 

injustas, arbitrarias y por motivos políticos 

contra las masas trabajadoras; la tortura como 

método de investigación y la creación de falsos 

culpables; el despojo de tierras y destrucción de 

viviendas a campesinos pobres; y, el despliegue 

de sus fuerzas policíacas y ministeriales que 

hostigan y agreden al pueblo. 

Es evidente que como institución y 

personeros burgueses defienden como perro fiel 

los intereses empresariales, a la vez que 

administran los negocios de la venta y 

distribución de armas, droga y prostitución, con 

sus fuerzas represivas promueven la violencia de 

clase contra el pueblo. 

La fiscalía chiapaneca se rige bajo el estado 

de derecho burgués, lo mismo que en las 

diferentes fiscalías de los estados del país, la 

lógica que rige es la misma: procurar protección, 

prebendas y garantías a la clase burguesa y 

políticos de oficio, mientras que al pueblo se le 

aplica “todo el peso de la ley”, ejemplos hay 

muchos, mientras a los grandes criminales de 

cuello blanco se les protege bajo el manto de la 

impunidad, a los trabajadores del campo y la 

ciudad se les detiene por organizarse y exigir el 

respeto de sus derechos. 

Los falsos culpables que presenta la fiscalía 

del estado de Chiapas son torturados para 

declararse culpables de los cargos que se les 

imputan, se les violan múltiples derechos 

humanos y el acceso a un asesor jurídico que los 

proteja, se les enjuicia y se les condena de forma 

arbitraria bajo la práctica leguleya. 

Las cárceles de Chiapas están llenas de 

explotados y oprimidos, a lo que se suman 

cientos de presos políticos que luchan por la 

defensa de la tierra y por mejores condiciones de 

vida, a éstos se les encarcela y se les presenta 

como grandes criminales, responsables de “actos 

delictivos” fantásticos, mientras que los grandes 

empresarios que se apropian de las tierras 

productivas gozan de las leyes y la protección de 

sus intereses. 

La procuración de “justicia” en el Estado de 

Chiapas que tanto se pregona con bombo y 

L 
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platillo en los medios oficiosos y mercenarios de 

comunicación, es para ocultar lo que en realidad 

se vive en el estado, los crímenes de Estado y la  

constante violación a los derechos humanos 

cometidos contra el pueblo. 

El fiscal, como cancerbero del régimen, guía 

su actuar criminal contra el pueblo y es 

protegido bajo el manto de la impunidad, es 

acusado y está comprobada su participación en 

actos de tortura, que bajo la institucionalidad 

burguesa es currículum para ser premiado con el 

cargo de fiscal. Él es uno de los principales 

responsables en planificar y ejecutar la represión 

en Chiapas, las ejecuciones extrajudiciales, 

desapariciones forzadas, tortura y detenciones 

arbitrarias, la persecución política a las 

organizaciones de carácter independiente y la 

implementación el Estado policíaco militar. 

Los siguientes casos son botones de muestra 

del proceder criminal de la fiscalía: 

El caso de Dylan, niño desaparecido y 

encontrado con vida en Cintalapa, Chiapas, 

donde la fiscalía del estado creó carpetas de 

investigación falsas condenando a los familiares 

del niño como culpables, acusándolos de tener 

una red trata de menores y de maltrato de niños 

en San Cristóbal de las Casas, así les dictan auto 

de formal prisión, son detenidos y llevados a la 

cárcel donde uno de los familiares, a causa de la 

tortura que se le propinó para que se declara 

culpable, pierde la vida; la fiscalía se lava las 

manos diciendo que lo habían encontrado muerto 

en su celda cuando el registro forense indicó 

señas de tortura y un golpe en la parte frontal del 

cráneo.  

Está el caso del doctor del hospital de 

especialidades médicas en Tuxtla Gutiérrez, 

acusado injustamente de soborno, de pedir 

dinero a la hija de un exdiputado que tenía nexos 

con el gobernador, dicho trabajador de la salud 

fue procesado y llevado a prisión preventiva 

domiciliaria, caso que concluyó con su libertad 

por no tener elementos para inculparlo, 

demostrando que su detención se debió más a 

rencillas personales y políticas. 

También está el caso del profesor de 

educación física originario de Suchiapa que 

perdió la vida en un accidente automovilístico, 

donde el culpable de este crimen fue Zoe 

Robledo director del IMSS, que por ir a exceso 

de velocidad se impactó contra el vehículo del 

profesor, la fiscalía procedió a dejar sin cargos a 

Zoe Robledo al declarar que el profesor era el 

responsable del accidente, su muerte quedó 

impune. 

En Chiapas la justicia tiene carácter burgués, 

sirve a una minoría mientras el pueblo vive en 

condiciones precarias de existencia. En lo que va 

del sexenio de las administraciones morenistas 

no se han cumplido con las promesas y la 

transformación tan ansiada del país, la 

demagogia es continua y en Chiapas se han 

empeñado a ejercer la violencia y la represión 

contra las organizaciones populares. 

Como pueblo explotado y oprimido debemos 

de tener claridad en lo que representan los 

gobiernos en turno, conocer la forma en que el 

Estado aplica la violencia burguesa. Ante la 

actual ofensiva contrainsurgente y represiva que 

se emprende contra las masas trabajadoras 

debemos saber que el pueblo no genera la 

violencia, éste se defiende ante la violencia de 

Estado con los medios de protección y 

creatividad que se tenga, pero dicha defensa 

debe unirnos como clase trabajadora para 

combatir al enemigo de clase y arribar a formas 

superiores de organización, la unidad en torno a 

las banderas de la lucha por el socialismo. 
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La larga historia de la desaparición forzada en México 

 

a desaparición forzada de personas por 

motivos políticos o sociales tiene una larga 

data en nuestro país, el fenómeno como tal 

es producto de una política represiva del Estado 

mexicano, que paso a paso se conformó en política 

de gobierno que trasciende sexenios y banderas 

partidistas. El cometido de crímenes de lesa 

humanidad constituye a la vez crímenes de Estado, 

tienen una motivación contrainsurgente y el único 

responsable en su cometido siempre ha sido y lo es 

el Estado mexicano. 

Desde la academia se considera que el origen y 

razón de la “guerrilla en México” es por el 

surgimiento “de una nueva disidencia política y 

social en México, que consideró históricamente 

necesario y moralmente justificado iniciar un 

proceso de transformación radical de un régimen 

que no cumplió con los postulados de justicia 

social de la revolución de 1910, y (que) además 

mantenía un control autoritario y represivo sobre la 

sociedad”1, no obstante, desde la trinchera de la 

revolución el fenómeno es mucho más concreto, la 

crítica de las armas tiene origen en la existencia de 

la injusticia, la represión y la incapacidad del 

régimen por resolver los problemas del pueblo. 

Sostener desde la labor académica que la 

desaparición forzada de personas en México fue 

una práctica institucional diluye el fenómeno, éste 

es histórico, es producto de una política de 

gobierno la cual es transexenal. Categoría que 

expresa la esencia y temporalidad del fenómeno, 

una coincidencia política que apenas se asoma en 

                                                 
1 [Tiempo suspendido]. Una historia de la desaparición 
forzada en México, 1940-1980. Camilo Vicente Ovalle. Pág. 
13. 
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las investigaciones académicas, la desaparición 

forzada de personas es producto de una política de 

gobierno de carácter transexenal, condición que 

expresa muchos años de política represiva. 

Se señala que la desaparición forzada va 

acompañada de la derrota de la guerrilla, una 

apreciación subjetiva que no corresponde a la 

realidad, la guerrilla como genéricamente se le 

denomina al movimiento revolucionario en el país 

no fue aniquilada, en su momento sufrió golpes 

que destruyeron a parte de las fuerzas de la 

revolución, pero a pesar de ello el movimiento 

revolucionario no sufrió una derrota estratégica, tal 

es el testimonio histórico que la crítica de las 

armas en México existe y tiene vigencia. 

La “dimensión de la guerra contra el 

narcotráfico” es el escenario casi perfecto para 

justificar la política de terrorismo de Estado donde 

la desaparición forzada es uno de sus 

componentes, ésta al ser política de gobierno viene 

acompañada de violencia desenfrenada contra las 

masas oprimidas. 

La desaparición forzada es en esencia una 

práctica contrainsurgente, éste es su origen en la 

concepción francesa para combatir las fuerzas 

comunistas y nacionalistas; violencia sistemática 

que ejercieron contra los pueblos que luchaban por 

su independencia del colonialismo francés, 

sistematizada en la Guerra moderna la 

transmitieron a las dictaduras militares en 

Sudamérica. 

La historia de la desaparición forzada en 

México tiene que ver con la larga campaña 

contrainsurgente del Estado mexicano ejecutada 

contra el conjunto del movimiento revolucionario, 

es lo que en la academia le han llamado la 

estrategia contraguerrillera, definición que es 

insuficiente en cuanto sólo aborda el fenómeno de 

manera estrecha, la reduce al puro aspecto militar. 

La concepción contrainsurgente, y su consabida 

práctica de violencia contra el pueblo, tuvo un 

desarrollo cuantitativo y cualitativo, si al principio 

la desaparición forzada era “primitiva”, ésta se 

hizo sofisticada y participó todo el aparato 

represivo. He ahí la esencia de la política de 

gobierno que evolucionó y trocó en terrorismo de 

Estado en los gobiernos panistas de Vicente Fox, 

Felipe Calderón y el priista de Peña Nieto. 

Si a partir de 1970-71 la desaparición forzada 

fue sofisticada, asimismo se burocratizó e 

institucionalizó nos confirma que los crímenes de 

lesa humanidad obedecían a una política de Estado 

en tanto que era planificada, sistematizada y 

generalizada. Los cientos de miles de víctimas 

tanto de desaparición forzada, ejecución 

extrajudicial y desplazamiento forzado confirman 

la esencia y magnitud de la política de gobierno en 

función de la defensa de los intereses de una 

minoría, la cual detenta el poder económico y 

político en el país. 

La acción contrainsurgente respecto a la 

desaparición forzada consistía primero en la 

detención de la víctima por algún cuerpo policíaco 

o militar; se consumaba la desaparición forzada 

cuando la víctima dejaba de ser ente público, que 

por lo regular es sometida al tormento a largas y 

constantes jornadas de tortura; y, la decisión final 

en torno a la víctima la definía el victimario, el 

verdugo siempre fue un agente del Estado. Es en 

esta práctica del aparato represivo que emerge la 

categoría del detenido desaparecido, expresa el 

crimen de lesa humanidad y al mismo tiempo 

indica al responsable, el Estado, que a través del 

aparato represivo es quien detiene-desaparece. 

Los testimonios de víctimas que sobrevivieron a 

tales actos abominables confirman que la 

detención desaparición del sujeto político o del 

sujeto revolucionario fue aparejada de la tortura, 

vejaciones de todo tipo de los verdugos que al 
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amparo del Estado se cebaban en víctimas 

indefensas en toda la extensión de la palabra. 

La tortura tenía un fin contrainsurgente y 

político, nunca ha perdido dicho propósito. El 

primero consistía en quebrar la voluntad de 

combatir del detenido desaparecido, éste 

convertido en piltrafa humana en apariencia sólo 

tenía dos opciones, presentar su último combate 

con dignidad en donde la muerte era parte de la 

victoria o, quebrarse ideológicamente y aceptar la 

voluntad del enemigo; en cuanto al aspecto 

político consistía en arrancar a base de tortura 

declaraciones sobre las cuales se construiría la 

verdad del Estado, verdad que consistía en 

desdibujar todo el contenido político de la lucha 

revolucionaria y presentar a los combatientes 

insurgentes como vulgares delincuentes. 

El aparato represivo en conjunto se abocó a 

ejecutar la estrategia y táctica de la 

contrainsurgencia bajo asesoría y dirección directa 

del imperialismo norteamericano a través de sus 

instituciones encargadas de organizar, estructurar y 

dirigir la estrategia contrainsurgente contra las 

fuerzas progresistas y revolucionarias en el mundo, 

cuyo objetivo político siempre ha sido el de 

sostener al capitalismo como presente y futuro de 

la humanidad. 

Su funcionamiento contrainsurgente consistía 

en grupos operativos policíaco militares 

encargados de la detención desaparición de 

incontables víctimas que sufrían en el acto tratos 

crueles y degradantes; la existencia de cárceles 

clandestinas que funcionaban como centros de 

detención fuera de toda legalidad, en éstas se 

practicaba de manera sistemática la tortura física y 

psicológica; el campo militar Número 1, fue 

transformado en la principal y más grande de las 

cárceles clandestinas. Una verdad conocida de 

boca en boca, confirmada por los sobrevivientes y 

hoy corroborada por la infinidad de testimonios del 

terror que albergan los archivos de la criminal 

Dirección Federal de Seguridad (DFS) depositados 

en el Archivo General de la Nación (AGN). 

La contrainsurgencia es en esencia violencia de 

clase reaccionaria, es decir, la violencia burguesa a 

través del Estado burgués mexicano; la violencia 

reaccionaria se difundió por todo el país por las 

estructuras públicas y clandestinas de todo el 

aparato coercitivo, el objeto de la represión fue 

tanto el movimiento revolucionario como el 

movimiento popular, ambos expresaban la 

voluntad popular de combatir y la crítica al 

régimen opresivo, una desde la trinchera de las 

armas y la otra como crítica política de las masas. 

En una mirada por la historia de la violencia 

reaccionaria queda confirmada que la similitud en 

la violencia desatada contra los oprimidos en 

México con respecto a las dictaduras de 

Sudamérica y Centroamérica confirma que la 

contrainsurgencia era organizada desde los centros 

internacionales del imperialismo, en México y el 

resto de América Latina se aplicó la estrategia 

contrainsurgente capitaneada por Washington. 

A la distancia podemos afirmar sin ninguna 

duda a equivocarnos que el fenómeno de la 

desaparición forzada tiene historia y las víctimas 

son inconmensurables. Es un hecho que hoy se 

empieza a escribir más sobre el fenómeno, dentro 

de éste, se escribe y permite conocer la verdad en 

torno a lo que vivieron las fuerzas de la revolución 

en su temprana infancia, éstas enfrentaron la 

violencia del Estado en total desigualdad de 

fuerzas que el costo es claro y se expresa en las 

formas de lucha que se adoptaron para organizar la 

defensa. 

La importancia estriba en el hecho de conocer a 

través del testimonio de las víctimas que 

sobrevivieron cómo fue que el Estado mexicano 

desencadenó la violencia reaccionaria; que las 

víctimas no sólo fueron los jóvenes combatientes 

del ideal comunista sino todo su entorno socio-

familiar, lo que nos ilustra la magnitud de la 
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represión en el período mal llamado de la “guerra 

sucia”. 

La historia de la represión en México nos indica 

la condición de clase del Estado mexicano, a éste 

no se le puede ver como un ente desligado o por 

encima de la violencia que se ejerce contra el 

pueblo. La violencia desatada en las décadas de los 

60 y 70 del siglo pasado es la base sobre la que ha 

evolucionado la actual violencia que se ejerce 

contra nuestro pueblo, la diferencia es notoria, hoy 

las víctimas se cifran en la conservadora 

estadística gubernamental de 76 mil desapariciones 

forzadas y en contraposición de los cientos de 

miles que se establecen a partir de que por cada 

desaparición forzada que se denuncia existen diez 

que no se señalan jurídicamente. 

Hoy existe la definición de desaparición 

forzada, en torno a ella, miles de testimonios que 

confirman que el motivo de su objetivación por los 

agentes del Estado tenía un solo propósito, desatar 

el terror tanto para las fuerzas insurgentes y su 

base política; es la violencia de Estado para 

destruir toda expresión de voluntad popular de 

combatir.  

Se puede especular sobre el tipo de violencia 

que sufrieron las víctimas fatales y los 

sobrevivientes, sin embargo, cualquiera que fuese 

es violencia reaccionaria que deshumaniza, que 

pone a un semejante como piltrafa humana, un 

acto que el torturador goza y en esa misma medida 

se deshumaniza, se degrada y se bestializa. 

La exigencia de la presentación con vida de los 

detenidos desparecidos surge como una forma de 

lucha, es parte de la lucha de clases; la crítica de 

las armas no desaparece, por el contrario, se 

fortalece en la medida que surgen nuevas 

expresiones de la confrontación de clases.  

La lucha contra la desaparición forzada es en sí 

lucha política contra el poder burgués, contra el 

terrorismo de Estado; es la lucha de las víctimas de 

la violencia estatal, lleva en sí la denuncia que el 

criminal es el Estado, no en abstracto sino los 

hombres que le dan forma corpórea; que las 

víctimas lo señalen como responsable desnuda la 

política represiva del gobierno y la posición 

demagógica de los políticos de oficio que son hijos 

del régimen oprobioso. 

El ¿DÓNDE ESTÁN? ¡VIVOS SE LOS 

LLEVARON, VIVOS LOS QUEREMOS! Fue y es 

aún el grito de inconformidad, la exigencia y 

demanda popular que no pierde vigencia. En el 

campo de la lucha de clases es el llamado al 

combate, es la consigna que convoca a luchar 

contra el gobierno represivo. 

El surgimiento de organizaciones de familiares 

a mediados de los 70’s que exigían la presentación 

de los detenidos desaparecidos, defendían a los 

perseguidos políticos, reivindicaban con 

movilización política de masas la libertad de los 

presos políticos, que en las diferentes tribunas 

populares denunciaban los asesinatos políticos, en 

conjunto expresaba un nuevo giro en la lucha de 

clases, no es la lucha espontánea, su importancia 

reside en su propio origen, es producto tanto de la 

crítica de las armas como de la crítica política de 

las masas. Origen y desarrollo que explican su 

contenido político, su vínculo a la lucha de clases 

por todo el país. 

Coincidencia, la detención desaparición o la 

desaparición forzada de personas por motivos 

políticos o sociales tiene una larga data en nuestro 

país; con razón las víctimas, familiares y 

organizaciones populares han denunciado que el 

responsable es el Estado, que los criminales están 

en el gobierno; el tiempo ha confirmado que el 

fenómeno es producto de una política de gobierno 

contrainsurgente, práctica que constituye 

componente del terrorismo de Estado. 

El ejército mexicano siempre ha sido la 

institución para organizar, sistematizar, estructurar 

y ejecutar la violencia contra el pueblo, emerge 
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como el principal responsable de los crímenes de 

lesa humanidad; lo es también el conjunto de 

corporaciones policíacas que en la historia del país 

obedecen y operan según lo determinado por la 

cúpula militar, desde los años 60 del siglo pasado 

operan bajo la concepción contrainsurgente 

impuesta por el imperialismo norteamericano, 

sobre dichas bases está fincada la tan mencionada 

seguridad nacional. 

El supuesto combate al narcotráfico y la 

delincuencia organizada también está fincado en 

los principios generales de la contrainsurgencia, si 

en los años 60’s-80’s el enemigo interno era el 

comunismo, la guerrilla, la insurgencia, … a partir 

de los gobiernos panistas (2000-2012) y el 

gobierno de Peña Nieto (PRI) el enemigo interno 

al cual hay que aniquilar en las “horas de la 

noche”, es el omnipresente y omnipotente 

narcotraficante, el “rata”, el supuesto delincuente, 

no obstante, todos eran eufemismos para ocultar la 

verdadera intención y el objeto de la acción 

contrainsurgente; se criminalizó la pobreza y la 

protesta popular, con ello a los pobres y a quienes 

ejercían crítica política, he ahí al enemigo interno 

sobre el que recayó todo el peso del Estado, el 

imperio de la ley. 

Se cifran en miles los crímenes de lesa 

humanidad cometidos por el aparato represivo en 

las décadas de los 60-70 del siglo pasado; como 

producto de la misma estrategia contrainsurgente 

del año 2006 al presente son cientos de miles de 

víctimas directas, que al sumar las indirectas nos 

arroja la cifra de más de 10 millones, esa es la 

magnitud de la violencia de Estado contra el 

pueblo. 

Si desde los años 60 la práctica de la 

desaparición forzada y la ejecución extrajudicial 

era norma de todo el aparato represivo mexicano, 

¿Por qué no se le dio importancia al estudio del 

fenómeno desde la academia? A nuestro juicio 

confluyen varias circunstancias históricas, políticas 

y posturas ideológicas: 

a) El grado de impacto de la represión que 

genera terror; 

b) El proceso de organización incipiente de las 

fuerzas que organizaron la lucha contra la 

represión y el terrorismo de Estado;  

c) La capacidad de maniobra política del 

Estado mexicano que ante el extranjero 

presentaba a México con un gobierno 

progresista;  

d) Por el desarrollo atomizado y disperso de 

las fuerzas populares y del movimiento 

revolucionario; 

e) La incongruencia política de una parte de 

quienes se presentaban como “comunistas”, 

“socialistas”, “disidencia”… que no se 

atrevieron a organizar la lucha fuera de las 

estructuras corporativizantes, se tradujo en 

el engendro político que le dio de manera 

tácita respaldo a la política represiva contra 

el pueblo organizado fuera del control 

estatal y en específico contra las nacientes 

fuerzas de la revolución.  

En conjunto, configuran una situación de 

control intelectual en la vida académica y de 

investigación, pocas fueron las voces y plumas que 

valientemente se atrevieron a estudiar el 

fenómeno. 

El hecho histórico es concreto y revelador, tan 

represivas fueron las dictaduras de Centro y 

Sudamérica como en México, todas fincaron su 

política de seguridad interior en la exigencia 

contrainsurgente imperialista; todas se abocaron a 

extirpar con violencia de Estado a la amenaza 

comunista, en esa tesitura quedó de manifiesta la 

similitud, la esencia represiva y también la 

diferencia numérica de las víctimas, a más 

reaccionaria la política de tal o cual gobierno 

mayores víctimas del terror burgués. La pax priista 

en esencia era violencia de clase, violencia 
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organizada por el Estado mexicano contra el 

pueblo, los mal llamados mecanismos de control y 

mediación de los gobiernos priistas eran violencia 

pura contra las masas trabajadoras. 

A partir de la constante movilización y 

exigencia de víctimas, familiares, organismos 

defensores de derechos humanos y organizaciones 

populares se logró que se reconociera el fenómeno 

tanto por la sociedad, pero sobre todo se obligó al 

Estado mexicano a reconocer su responsabilidad y 

autoría al ser la desaparición forzada de personas 

un componente de la contrainsurgencia. La 

FEMOSSPP, con Fox, es producto de la larga 

lucha del movimiento popular, a pesar del poco 

alcance y repercusión política tuvo su importancia, 

es el reconocimiento de que el Estado cometió 

crímenes de lesa humanidad al amparo de la lucha 

contrainsurgente.  

Si bien es cierto que desde la academia no hay 

estudios específicos de la magnitud de la 

desaparición forzada de personas de 1960-1980, sí 

existen las denuncias de familiares, víctimas y 

organizaciones populares no corporativizadas que 

puntualmente, en tiempo y forma, denunciaron el 

fenómeno; en las denuncias políticas de la época 

encontramos la confirmación de la lógica de la 

violencia del Estado, la práctica represiva del PRI-

gobierno y el actuar del aparato represivo en el 

cometido de la desaparición forzada y la ejecución 

extrajudicial. 

La desaparición forzada en el marco de la 

estrategia contrainsurgente tiene el objetivo de 

extirpar la insurgencia, es decir, aniquilar física y 

políticamente al pueblo organizado, sea en el 

movimiento popular o en el movimiento 

revolucionario, se trataba de aniquilar cualquier 

expresión de organización y lucha fuera de las 

estructuras corporativizantes. Los gobiernos 

emanados del PRI, son la expresión de la dictadura 

burguesa a través de la hegemonía del PRI-

gobierno. 

La violencia en las décadas que van del 30 al 60 

del siglo pasado se caracterizó por el asesinato y 

secuestro político, la aprehensión y desaparición 

sin ocultar la autoría, la lógica consistía en la 

detención que culminaba en el asesinato político; 

en el encarcelamiento de líderes obreros, 

campesinos y profesionistas todos por motivos 

políticos pero presentados como delincuentes; en 

la imposición del charrismo sindical, instrumento 

de dominación política que sólo era posible por 

medio de violencia; la persecución política para 

cualquier disidente, en específico para los 

comunistas, el gran enemigo interno que 

justificaba todo tipo de violencia y terror. Es la 

violencia de clase a través del Estado, prácticas de 

violencia institucionalizada que se perfeccionaron 

con el objetivo de garantizar continuidad al 

régimen autoritario. 

Desde su origen la DFS tuvo nacimiento en el 

ejército, su objetivo también fue claro desde el 

principio, la lucha contra la disidencia, formación 

y actuación es por excelencia contrainsurgente. 

Rasgo que adquirió más relevancia a principios de 

los 60’s, Miguel Nazar Haro es producto de la 

academia contrainsurgente norteamericana (1965), 

en dicha estructuración de tropa y mando su labor 

era contrainsurgente. 

Desde 1930, la DFS asumió tareas o servicios 

de inteligencia, en estricta dependencia del 

presidente de la república, éste sexenio tras 

sexenio sabía y autorizaba todo el caudal de 

violencia que esparcía su principal organismo 

contrainsurgente. Su método se basó en el 

espionaje, la intervención telefónica, la asistencia 

encubierta a actos públicos de la disidencia 

política, la infiltración de partidos, grupos y 

organizaciones de todo tipo, y la detención 

arbitraria de personas “incómodas” al régimen. 

Con Manuel Ávila Camacho y Miguel Alemán 

Valdez el Estado mexicano se alinea a las 

exigencias del imperialismo norteamericano, se 
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asume una política anticomunista. Con ello se crea 

al “enemigo interno” al cual hay que exterminar, 

se traduce en violencia de clase, la cual es 

organizada, planificada y generalizada, toma 

cuerpo en política de gobierno. 

El nacionalismo anticomunista es el arma 

político ideológica contra toda crítica al régimen. 

Desde su creación y en específico en la década del 

50 la DFS estuvo al frente de acciones contra 

comunistas, sindicalistas y opositores al régimen. 

Con Fernando Gutiérrez Barrios y Miguel 

Nazar Haro la DFS asumió y se convirtió en un 

organismo contrainsurgente, es el contenido y 

forma que se pretendió esconder o diluir al 

presentar a las víctimas como delincuentes, 

desprovistos de todo contenido político. Una 

historia que los políticos de oficio de manera 

disimulada o cínica tratan de ignorar. 

Por la magnitud del fenómeno, la masividad del 

cometido de crímenes de lesa humanidad en el 

país, se coincide con el señalamiento de que, de 

1972 a 1985 consistió en un largo proceso 

contrainsurgente. Consistió en la coordinación de 

todo el aparato coercitivo, se tradujo en violencia 

sistemática contra el pueblo, principalmente contra 

el organizado, esa fue la característica principal. 

La detención desaparición forzada y la 

ejecución extrajudicial por motivos políticos fue la 

característica. A los primeros con toda impunidad 

se les detenía y eran enviados a centros 

clandestinos bajo la administración del ejército o la 

DFS, ahí se les sometía a interminables vejaciones 

que deshumanizaban a la víctima, ésta no es dueño 

ni de su propia muerte, ésta la decide el torturador; 

a los segundos se les ejecuta en el acto, 

presentados como caídos a balazos al “resistirse a 

la detención”, “abatidos a balazos al oponerse a las 

fuerzas del orden y la ley”. 

Todo el aparato represivo siempre ha estado 

subordinado a la cúpula militar. La DFS es creada 

con militares, su mando es estructurado desde la 

cúpula militar, lo es también su preparación y 

operatividad; las desapariciones forzadas eran 

supervisadas puntualmente por la cúpula militar. 

Desde el ejército se creó la DFS a la cual 

prepararon para especializarse en cazar 

guerrilleros, esa fue su práctica que después 

compartió con el grupo contrainsurgente 

denominado C-047, conocido genéricamente como 

Brigada Blanca. 

La campaña contrainsurgente la organizó y 

operativizó el ejército mexicano a través de las 

corporaciones especializadas en contrainsurgencia; 

es producto de la política represiva del gobierno; 

es apoyada, exigida por la burguesía como clase, 

destacan en su labor reaccionaria y anticomunista 

empresarios de Monterrey que se involucran 

directamente, una historia que se repite en los 

gobiernos de Calderón y Peña Nieto. 

Empresas regiomontanas financiaron grupos 

paramilitares antiguerrilleros de carácter 

clandestino, misma historia que conocimos en los 

sexenios señalados, el caso fue ampliamente 

conocido como “los chicos rudos”. 

Poco a poco se ha reconstruido la lógica de la 

violencia de Estado para el conocimiento del 

pueblo, la “administración de la violencia” no es 

otra cosa que la expresión de la sistematicidad de 

ésta, tiene un carácter institucional. 

La corrupción al interior de los organismos y 

corporaciones contrainsurgentes habla de su 

naturaleza, eran promotores sistemáticos del robo 

de vehículos, parte activa del narcotráfico y de la 

delincuencia organizada, todo bajo el derecho a 

botín, con el tiempo los integrantes de los cuerpos 

antisubversivos o antiguerrilleros constituyen los 

principales veneros de la delincuencia organizada 

y el narcotráfico, ambos del mismo fenómeno, la 

descomposición del régimen. 
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Despolitizar al insurgente o al militante por el 

ideal comunista es parte de la guerra psicológica, 

ésta es un apartado de la contrainsurgencia, se trata 

de quitar legitimidad política al combatiente 

revolucionario. La tortura, la declaración bajo ésta, 

pretendió fundamentar la verdad del Estado; 

justifica la violencia de éste contra el sujeto crítico, 

político y revolucionario, criminaliza la crítica 

política, sea de masas o de las armas. 

Si el objetivo era destruir toda expresión de 

“actividad subversiva”, es decir, toda expresión 

orgánica de lucha revolucionaria se entiende que la 

estrategia y táctica operativa es en función de 

dicho objetivo. No hay lugar para hacer una 

separación de organizaciones o grupos 

revolucionarios en relación de la acción 

contrainsurgente para “contenerlos” o 

“aniquilarlos”, el objetivo era el mismo, los 

operativos perseguían el mismo propósito: destruir 

las nacientes fuerzas de la revolución. 

Esto sólo fue posible en la medida de cómo 

respondió cada una de ellas. A la acción 

contrainsurgente se le enfrentó con las pocas o 

muchas medidas políticas de defensa 

revolucionaria, agrupadas en las medidas de 

clandestinidad y seguridad constituyeron la 

defensa de las fuerzas de la revolución.  

La historia es muy concreta al respecto, 

sobrevivieron aquellas fuerzas que mejor 

organizadas estaban para enfrentar el embate 

contrainsurgente. Podemos decir con certeza que la 

condición de atomización, dispersión y poco 

desarrollo de las fuerzas de la revolución es lo que 

determinó recibir golpes tácticos y estratégicos que 

en algunos casos se tradujo en destrucción de una 

parte de las fuerzas de la revolución. Tema que 

requiere profundización, pero sería en otro 

apartado. 

El contenido contrainsurgente de la 

desaparición forzada y la ejecución extrajudicial, 

tomó cuerpo completo en la lucha contra los 

grupos revolucionarios, queda revelada en el 

informe-recomendación en la lucha contra el 

PDLP y la ACNR. Destacan las medidas 

contrainsurgentes de las brigadas de “asistencia 

social”, batallones especializados en la labor de 

inteligencia y contrainsurgencia para robar 

banderas a la insurgencia, diezmar a ésta a partir 

de aislarla de su base política para poder 

aniquilarla física y orgánicamente. Es la base 

teórica que dio sustento a los crímenes de lesa 

humanidad. 

La utilización de gavillas criminales dedicadas 

al robo de ganado, al secuestro, en fin a la 

delincuencia, fueron incorporadas a la estrategia de 

contrainsurgencia para combatir al PDLP y la 

ACNR, constituye la práctica del Estado de 

promover el paramilitarismo como parte de la 

contrainsurgencia, grupos formados, entrenados, 

equipados y dirigidos por el ejército que desataron 

la violencia de clase contra el pueblo, medida que 

explica el incremento de la desaparición forzada y 

la ejecución extrajudicial en esos años. 

Para 1971-72 la práctica de la desaparición 

forzada era parte de la política de gobierno, es una 

política de Estado que pusieron en práctica todos 

los componentes del aparato represivo. Suponer en 

un momento dado que la ejecución extrajudicial, la 

muerte en el potro de la tortura era “circunstancial” 

o no programada quita responsabilidad a los 

cuerpos especializados en la lucha 

contrainsurgente y en general a todos los que 

hicieron posible el andamiaje represivo. 

La “labor social” en Guerrero en esos años fue 

parte del plan contrainsurgente, era la acción del 

Estado que antecedía a la desaparición forzada y la 

ejecución extrajudicial; era el punto de partida para 

decidir quién era objeto de “investigación”, ésta se 

traducía en muerte o en desaparición forzada. En la 

medida que aumentaba la “acción social” 

incrementaban las desapariciones forzadas, todo el 

aparato gubernamental funcionaba en torno a la 
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política contrainsurgente que denominaba a los 

revolucionarios como “maleantes” y “facinerosos”, 

esa era la forma de despolitizar la lucha insurgente. 

La larga historia de la desaparición forzada de 

personas en México nos permite sacar algunas 

reflexiones importantes para desarrollar la lucha 

por la presentación con vida de los detenidos 

desaparecidos: 

La exigencia de la presentación con vida de los 

detenidos desaparecidos es por una sola razón, la 

existencia de crímenes de lesa humanidad; la lucha 

por los derechos humanos es producto de la 

existencia de una política de gobierno autoritaria, 

represiva, fundada en la violencia de clase contra 

el pueblo, en específico contra el que protesta y 

exige solución a sus demandas más sentidas. 

Los autores intelectuales y materiales de la 

desaparición forzada de personas por motivos 

políticos están enquistados en el Estado; como 

responsables no han sido castigados, por el 

contrario, siempre han recibido protección, por 

tanto, su vida ha transcurrido bajo la impunidad 

que proporciona el ser parte del aparato represivo. 

La exigencia de la presentación de los detenidos 

desaparecidos es en sí el grito de la protesta, el 

signo de la resistencia popular, el reclamo de 

justicia; la manta, la consigna, el volante, el rostro 

en el cartel es inconformidad organizada, voluntad 

de combatir; toda la expresión de la denuncia y la 

propaganda política es el dedo que señala que el 

único organizador y autor de la violencia 

organizada contra el pueblo es el Estado mexicano. 

La desaparición forzada por motivos políticos o 

sociales no tiene origen en 1969, éste es el primer 

caso documentado, sin embargo, aquella es política 

de Estado desde hace mucho, en los años cuarenta 

del siglo pasado era práctica común en todos los 

cuerpos policíacos y el ejército, muchas veces así 

dirimieron las contradicciones no antagónicas 

entre el grupo que detentaba el poder y los que lo 

pretendían. 

Testimonios, denuncias e investigaciones poco 

a poco documentan que la desaparición forzada 

siempre ha sido producto de una política de 

Estado, en consecuencia, también de gobierno, la 

cual tiene un carácter transexenal. Documentar qué 

corporación policíaca o militar fue la primera o la 

que la masificó no hace más que confirmar que es 

violencia de clase a través del Estado, la 

documenta y refuerza la tesis que siempre ha sido 

producto de una política contrainsurgente, la cual 

se recrudeció según los vaivenes de la lucha de 

clases en el país. 

La desaparición forzada tiene sustento en la 

concepción contrainsurgente, en el transcurso de 

los años se ha modificado en intensificación y 

sofisticación; un proceso de violencia de clase que 

adquirió sistematicidad y generalización para 

ejecutarla lo que a la vez adquirió complejidad en 

todo el proceso represivo donde evoluciona 

también la técnica para la tortura, para la ejecución 

extrajudicial y la detención desaparición forzada 

de personas. 

Por el carácter internacional de la 

contrainsurgencia promovida por el poder 

imperialista, no podemos afirmar que tal o cual 

país fue el laboratorio para crear, modificar, 

adaptar y mejorar la práctica de la desaparición 

forzada; al ser parte de la concepción reaccionaria 

sustentada en la contrainsurgencia impulsada por 

el imperialismo, la violencia reaccionaria se 

ejerció desde los Estados burgueses y las 

dictaduras conforme al guion dictado desde los 

centros de contrainsurgencia imperialista, en ese 

estricto sentido, el resultado es producto de las 

condiciones que cada organismo represivo 

desarrolló. Por ejemplo, las dictaduras militares en 

América pusieron énfasis en la detención 

desaparición a través de todo el aparato militar, 

sobre éste recayó su objetivación. 
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Por disímiles que sean los mecanismos para su 

concreción, las diferentes instituciones que 

participaron y el laberinto jurídico-burocrático 

para tratar de borrar evidencias, la desaparición 

forzada de personas en América y en específico en 

México tiene un carácter contrainsurgente, es 

violencia de clase contra el pueblo, es violencia 

reaccionaria para garantizar élites opresoras en el 

poder.  

Todas las variables en América Latina sobre la 

desaparición forzada como política de gobierno, 

sea en dictaduras militares o en Estados burgueses 

con el rostro de democracias, pasan por el 

contenido ideológico anticomunista y fascista, 

sustentadas en la concepción reaccionaria 

burguesa del Estado hitleriano que tenían un 

solo propósito: aniquilar toda expresión de 

oposición a la guerra e imponer una 

concepción anticomunista, mismo sustento 

ideológico en las políticas antisubversivas de 

las “democracias” en América Latina. 

Como parte del entramado represivo y 

contenido contrainsurgente el aparato 

burocrático permite la objetivación de la 

desaparición forzada de personas como 

eliminar todo rastro que permita dar 

seguimiento o confirmación en el futuro. 

Muchas de las conclusiones de la CNDH que 

niegan la detención desaparición de a quienes 

se les reclama como desaparecidos, según por 

falta de pruebas documentales, confirma que 

dicho crimen de lesa humanidad tiene origen 

en el Estado, éste es el mismo que a la postre lo 

niega. Una declaración de esa naturaleza 

revictimiza a la víctima, hace más profundo el 

crimen de lesa humanidad, procura inmunidad 

a los victimarios. 

La desaparición forzada de personas sea por 

motivos políticos o sociales siempre ha sido 

parte de la política de gobierno y del 

andamiaje represivo; práctica sistemática de 

los cuerpos policíaco militares, fundamentada en 

una concepción contrainsurgente. 

Tanto la detención-desaparición de nuestros 

camaradas Gabriel Alberto Cruz Sánchez y  

Edmundo Reyes Amaya, como la de los 43 

normalistas de Ayotzinapa confirma que el autor 

de las desapariciones forzadas en México es el 

Estado; que el manto de la impunidad y la 

inmunidad aún protege a los responsables 

materiales e intelectuales; y, que mientras exista un 

solo detenido desaparecido en el país, será razón 

suficiente para organizar la lucha contra el régimen 

oprobioso. 

El paso firme de la revolución socialista 
Foto: PDPR-EPR 
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Represión y contrainsurgencia en México 
a estrategia contrainsurgente y la represión 

como política de gobierno en México 

continúan, se adecuan a las actuales 

condiciones socioeconómicas y a las necesidades 

imperialistas y oligárquicas. Son parte de la 

violencia burguesa que se exacerba producto de la 

crisis política que vive el Estado burgués 

mexicano. 

La podredumbre de la democracia burguesa y 

de sus politicastros se desfonda en las pugnas 

interburguesas. Los casos develados de corrupción 

institucional comprueban el carácter antipopular, 

criminal y rapaz de los gobiernos burgueses. En la 

presente administración, dichos casos se presentan 

como problemas individualizados o de grupo, 

fincados en el aspecto moral, lo que desvía la 

atención y responsabilidad de los encargados de 

ordenar y ejercer la violencia de Estado contra el 

pueblo. 

Corrupción y violencia de Estado son 

fenómenos inherentes al modo de producción 

capitalista. Las fichas desechables de las pugnas 

interburguesas sirven al régimen, como parte de la 

oxigenación de la democracia burguesa y a la 

legalidad oligarca. La administración federal busca 

recuperar la legitimidad perdida y dotarse de 

credibilidad al “castigar” a los corruptos, pero calla 

y es omisa a la hora de verse señalados como 

criminales de Estado y perpetuadores del régimen. 

La violencia burguesa se ejerce contra las masas 

trabajadoras, es expresión de administraciones 

autoritarias y represivas que son ajenas al interés 

popular, en lo que va del sexenio se torna más 

selectiva contra la crítica política al régimen. 

Evidencia de ello es la continuidad de las 

medidas de contrainsurgencia y el reforzamiento 

de prácticas policíaco militares para contener el 

descontento, la crítica política al régimen y frenar 

la difusión de la propuesta revolucionaria en 

nuestro país. 

La represión no cesa, es medida política 

inherente a todo régimen dividido en clases 

sociales, existe desde la estructura económica en 

que se sostiene hasta la violencia sistemática que 

ejerce el Estado. El objetivo es contener, detener o 

castigar con violencia el actuar político o social de 

los explotados y oprimidos, perpetuar el dominio 

de la clase burguesa sobre la clase trabajadora.  

El ejercicio del terrorismo de Estado como 

política de gobierno continúa y se normaliza a 

través de los gobiernos estatales, los crímenes de 

lesa humanidad son cada vez más selectivos; 

disminuida la variante mediática referente a los 

crímenes de Estado, se cometen a la par con 

prácticas represivas en las fronteras y fuera del 

marco jurídico burgués. 

A mayor profundización de la crisis económica; 

con la exacerbación de las contradicciones 

L 
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capitalistas, el auge de la crisis política del 

régimen y el terreno fértil para la organización 

revolucionaria; se imponen, fortalecen, 

perfeccionan y legalizan los mecanismos 

represivos y contrainsurgentes desde el Estado 

burgués como una medida preventiva ante la 

insurgencia popular. 

La propia careta de la administración del actual 

gobierno morenista está enfocada a objetivos 

contrainsurgentes, contener la voluntad popular de 

combatir y ahogarla en las coyunturas burguesas, 

alejar a las masas de la alternativa revolucionaria. 

Ante el descontento y organización popular, la 

oligarquía requería una figura que sirviera de 

contención y otorgara legitimidad a la democracia 

burguesa, sin afectar sus intereses fundamentales.  

El fortalecimiento del estado de derecho 

burgués y la continuidad en la aplicación de las 

políticas neoliberales significan ejercer mayor 

control social y anular los derechos económicos y 

políticos de las masas trabajadoras.  

La legitimidad de la democracia burguesa es 

inconsistente, su institucionalidad requiere 

transgredir sus propios marcos legales de la 

represión y aplicar “métodos no convencionales” 

para aniquilar la crítica política al régimen y al 

movimiento revolucionario, con el objetivo de 

perpetuar la dictadura del capital. Los actuales 

personeros del Estado burgués preparan el terreno 

político y militar para desarrollar una ofensiva 

contrainsurgente de mayor calado, principalmente 

donde se impulsan los proyectos económicos 

imperialistas y se ejerce mayor crítica política. 

El despliegue de unidades militares, el 

constante patrullaje policíaco, la construcción de 

cuarteles de la Guardia Nacional, las leyes que 

criminalizan y restringen el derecho a la 

movilización y a la protesta son ejemplo de dicha 

ofensiva; es el fortalecimiento del estado de 

derecho oligárquico y el Estado policíaco militar.   

El auge del paramilitarismo en ciertas regiones 

geográficas del país es un ejemplo concreto de la 

política contrainsurgente, es un instrumento 

represivo del Estado que sale de sus marcos 

jurídicos, que le es funcional en tanto deslinda la 

responsabilidad directa de las fuerzas policíaco 

militares. 

Grupos organizados, estructurados, adiestrados 

y dirigidos por el Estado, que tienen el objetivo de 

eliminar la voluntad popular de combatir y la 

alternativa revolucionaria. En México el empuje al 

paramilitarismo se expresa en la creación de 

destacamentos armados, preparados, estructurados, 

organizados y dirigidos por las fuerzas policíaco 

militares, oligarcas, burguesía rural y políticos de 

oficio. 

Se utilizan sujetos desclasados y en 

descomposición para ejercer el hostigamiento 

contra el pueblo organizado y sembrar el terror en 

el no organizado, en otras son los mismos 

elementos policíaco militares los que intervienen 

en las acciones paramilitares. 

Ejemplo de este fenómeno es la continua 

presencia de grupos del “narcotráfico”, que se 

presentan armados y enviando mensajes a “bandas 

rivales” o al gobierno. Grupos que bajo diferentes 

fachadas ejercen la violencia de clase que 

beneficia a uno u a otro grupo burgués, y que en 

vísperas de la coyuntura burguesa de la farsa 

electoral incrementan su actuar. 

En otros estados se prepara el terreno para 

ejercer, usando el paramilitarismo, mayores 

medidas de control policíaco militar con carácter 

visiblemente contrainsurgente, justificar la 

intervención militar en pueblos y comunidades. Se 

incrementa la presencia de las fuerzas represivas 

en carreteras, acciones de grupos de choque contra 

las expresiones organizadas del descontento 

popular, “grupos armados” que son funcionales a 

los intereses del Estado.    
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Una consecuencia de esta política son los 

desplazamientos forzados internos, éstos 

incrementan propiciados por la activación y 

articulación de grupos de corte paramilitar. No es 

coincidencia que los estados con mayor número de 

casos de desplazamientos forzados sean en los que 

se desarrollan los planes de infraestructura 

oligárquica: Guerrero, Oaxaca y Chiapas, donde 

también existe mayor crítica política hacia el 

régimen. Otra expresión del mismo fenómeno son 

los casos de desplazamiento forzado que se 

registran en Michoacán, Chihuahua, Durango y 

Tamaulipas, con la variante del predominio del 

“narcotráfico” y la “guerra entre bandas 

criminales”.  

La desaparición forzada va en aumento y las 

ejecuciones extrajudiciales son cosa de todos los 

días, la violencia de clase se exacerba y las 

medidas contrainsurgentes van avante ante la 

careta de un gobierno de “transformación”. 

La “atención” a las víctimas de la violencia de 

Estado se utiliza como medida de contención ante 

la exigencia de juicio y castigo a los responsables, 

se diluye en la personalización del fenómeno y se 

intenta mediatizar con nuevas “verdades” que 

eximen al Estado de su responsabilidad.  

A la par, la crisis política y la creciente 

descomposición es caldo de cultivo para el empuje 

de las concepciones más reaccionarias de la 

burguesía, de forma constante se difunden 

concepciones abiertamente anticomunistas, 

reaccionarias y fascistas; parte de las pugnas 

interburguesas, lógica contrainsurgente y carta de 

reserva para tiempos de mayores contradicciones 

capitalistas y ascenso del movimiento 

revolucionario, salida política fascista a la crisis 

del régimen.  

La realidad devela mayor violencia producto 

del proceso de descomposición en el que transita el 

capitalismo. Por lo que debemos tener claridad del 

origen de dicha violencia, de las medidas que 

ejerce el Estado para aplicarla contra el pueblo y 

para que sea funcional a sus intereses. 

El criticismo y la acción catártica legitiman el 

poder capitalista y perfecciona sus mecanismos de 

opresión, la frustración y desesperanza lleva a la 

inestabilidad política. El uso de la despolitización 

convierte a las masas en instrumentos más que en 

sujetos activos de trasformación, ésta se mantiene 

y es difundida por la administración federal. 

La lógica de la propiedad privada sigue viva, en 

expansión y acética, las consecuencias capitalistas 

sobre las masas trabajadoras se profundizan 

producto de la crisis capitalista: la muerte por 

hambre y enfermedades curables, la creciente 

pauperización, la parálisis política, la 

descomposición social y el predominio del 

individualismo antropófago; es continuo y se 

acrecienta, el desenvolvimiento del poder burgués 

se mantiene intocable.     

La contrainsurgencia, los crímenes de Estado, la 

represión ejercida desde las instituciones 

burguesas, la humillación a la que se le somete al 

pueblo explotado y oprimido en su ser material y 

espiritual es producto del sistema capitalista; la 

violencia de Estado no nace de individuos aislados, 

personajes o grupos; es sistémico en tanto tiene sus 

raíces en el modo de producción imperante. 

Por lo que el cauce del movimiento popular, la 

crítica política debe enfocarse en la lucha contra el 

régimen capitalista, desenmascarar el carácter del 

Estado en su ser contrainsurgente, represivo y 

burgués; enfocar y conducir el descontento popular 

en los cauces de la alternativa revolucionaria.  

La acción revolucionaria implica organización 

política, disciplina revolucionaria y convicciones 

político ideológicas firmes, claridad en los 

objetivos históricos del proletariado y plena 

conciencia del enemigo al que se debe enfrentar. 

Es alternativa necesaria para hacerle frente a la 

violencia burguesa, a la contrainsurgencia y la 

represión. 
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  CRIMINALES DE ESTADO 
as detenciones de ex agentes policíacos involucrados en la detención desaparición forzada de 

nuestros dos compañeros revolucionarios Gabriel Alberto Cruz Sánchez y Edmundo Reyes 

Amaya, en el estado de Oaxaca, es producto del trabajo político acumulado del pueblo organizado 

contra el terrorismo de Estado, es parte de los resultados del esfuerzo acumulado de familiares y pueblo 

organizado solidario con la causa de la presentación con vida y el ¡Juicio y castigo a los responsables! 

El Estado mexicano, obligado por la fuerza de los acontecimientos de la exigencia organizada por su 

presentación con vida desarrollada por más de una década, pretende aprovechar la circunstancia y 

maniobrar para no ir a fondo en la solución de la demanda de juicio y castigo a los culpables, de tal 

manera que, intenta procurar impunidad a los altos mandos policíaco militares y funcionarios federales 

involucrados en el atroz crimen de Estado y lesa humanidad.  

La atracción del caso y la resolución emitida por el máximo órgano del poder judicial federal entraña, 

implícitamente, el reconocimiento de la autoría del Estado mexicano en el cometido de la desaparición 

forzada contra la humanidad de los camaradas Gabriel y Edmundo; una práctica recurrente y sistemática 

contra los opositores y críticos a las estructuras de poder burgués establecido. Evidencia, por enésima vez, 

que el terrorismo de Estado es política transexenal de los gobiernos en turno, sin importar la ascendencia 

partidaria electorera. 

Desde las instituciones del Estado mexicano se reconoce la comisión de los crímenes de lesa 

humanidad como la desaparición forzada, pero, ¿por qué no se materializa la justicia para todas las 

víctimas? No aplicar la justicia es un agravante más que entraña la política gubernamental de procurar 

impunidad para los hombres del régimen y mantener intacta la estructura del poder burgués que perpetra 

los crímenes de Estado. 

La exigencia permanente es que se abra el telón de la impunidad que cubre a los altos mandos 

policíaco militares, funcionarios y exfuncionarios de los tres niveles de gobierno que urdieron, ordenaron 

y ejecutaron la desaparición forzada de nuestros camaradas revolucionarios. ¡Juicio y castigo a todos los 

responsables por el cometido del deleznable crimen de Estado! y ¡Justicia para todas las víctimas! 

Para tal fin, solo se requiere voluntad política del gobierno federal para requisitar el protocolo 

burocrático judicial y ejecutarlo de inmediato, ya que, en el año 2007, temporalidad en que se ejecutó el 

crimen de Estado en referencia, transcurría el período presidencial de Felipe Calderón Hinojosa, por lo 

tanto, es el responsable inmediato de todos los crímenes cometidos contra el pueblo bajo la unción de jefe 

supremo de las fuerzas castrenses como instrumentos ejecutores. Además, es una responsabilidad 

compartida con todos sus subalternos de la junta administrativa de aquel período. 

En la lista de culpables deben ser enjuiciados y castigados todos los miembros de la pasada 

administración encabezada por Enrique Peña Nieto, no solo por procurar y perpetuar impunidad para sus 

L 
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antecesores, si no por elevar exponencialmente el cometido de toda serie de crímenes de Estado y de lesa 

humanidad contra el pueblo organizado y no organizado en el sexenio pasado. 

Es evidente que, para no otorgar justicia cabal para nuestros camaradas, sus familiares y el pueblo que 

apropia la demanda, el Estado y sus instituciones recurren a infinidad de maniobras dilatorias en 

temporalidades de mayor movilización popular con la pretensión de anular la protesta popular. Para 

privarlo de este derecho recurre a la simulación con supuestos avances en la investigación y condena a 

funcionarios menores que, sin margen de dudas, son culpables a medida de su complicidad, pero estos 

recibieron órdenes superiores, es decir, de instancias federales. 

Lo novedoso y plausible sería ¡El juicio y castigo! a todos los culpables, en cadena de mando, es decir, 

desde los que fraguaron con antelación y ordenaron, hasta los ejecutores de todos los crímenes de Estado, 

esta es en sí, la exigencia popular. 

Por supuesto que, esta exigencia, no obedece a las efemérides establecidas en el calendario oficial, ni 

se pliega a las coyunturas políticas burguesas, es una demanda política permanente del pueblo que 

trasciende militancia político organizativa. 

El caso de nuestros compañeros revolucionarios se encuentra ligado de manera indisoluble a los 

cientos de miles de los desaparecidos en el país, puesto que todos son hijos del pueblo, nuestra lucha no 

cejará en esta materia, hasta lograr la erradicación de las causas que generan dicho fenómeno y enjuiciar a 

todo verdugo por todos los crímenes perpetrados contra el pueblo. 

Revolucionariamente: Camarada Gerónimo  

 

LA DEMOCRACIA SEGÚN LA ADMINISTRACIÓN 

FEDERAL 
Camaradas de nuestro partido y ejército: 

Escribo desde algún lugar de la República mexicana para externar un saludo revolucionario a todos los 

compañeros que desarrollan su trabajo en los tres pilares de la revolución. Desde donde estoy realizo mis 

tareas revolucionarias y observo el desarrollo de cada uno de los acontecimientos en el país, los 

discutimos con los militantes del partido que nos relacionamos en el trabajo de construcción. 

Las siguientes conclusiones son a las que hemos arribado en la discusión colectiva: 

Desde que arribó a la presidencia de la República Andrés Manuel López Obrador, en sus mañaneras y 

a través de los medios de comunicación, trata de imponer su concepción política respecto a la democracia 

con su eslogan de primero los pobres y el impulso de las consultas “populares”.  

Hace creer que con su llegada al Ejecutivo federal todo cambió respecto a la democracia, ahora ésta es 

del pueblo, sin embargo, esa democracia tiene origen y carácter de clase; en este momento bajo el sistema 

capitalista, la oligarquía nacional y transnacional imponen su voluntad al conjunto del pueblo trabajador. 

Recién llegado a la presidencia AMLO impulsó la consulta popular sobre el aeropuerto de Texcoco, 

posteriormente la del tren maya, y hoy la de enjuiciar a los expresidentes, donde se induce y promueve 

como una supuesta práctica de la democracia participativa, sin embargo, no aclara quiénes son los 

beneficiados de este proceder que fortalece a la democracia burguesa. 
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En el primer caso del Aeropuerto de Texcoco, se anunció una “victoria” del pueblo al suspender este 

proyecto, sin embargo, el resultado fue que a la iniciativa privada se le devolvió el dinero invertido en el 

proyecto, con lo cual no perdieron los monopolios de la construcción; respecto a los megaproyectos en 

este sexenio, el magnate Carlos Slim encontró un paraíso para la reproducción de su capital, lo que se 

traduce en mayor explotación y miseria del pueblo. 

Otro ejemplo que ilustra lo insulso de las consultas “populares” es el caso de la construcción del 

Aeropuerto de Santa Lucia, donde nuevamente los dueños de las tierras donde se construye salen 

perdiendo y violentados los pobladores de Apaxco, Tequixquiac, Zumpango, Hueypoxtla y Tecámac, 

además, el ejército mexicano al construirlo expresa con nitidez el Estado policíaco militar. 

La consulta del tren Maya a favor de su construcción muestra una vez más lo vacío y lo burdo de este 

mecanismo; su construcción es la imposición del interés oligárquico que genera resistencia de los pueblos 

donde va a pasar, hecho objetivo que desde Palacio Nacional y la nube de políticos de oficio que gira en 

torno a él pretenden ignorar, lo que habla de su arrogancia frente al pueblo. Están satisfechos porque de 

una u otra manera se traduce en beneficios personales o de grupo. 

La reciente propuesta de “consultar” al pueblo para que decida si se enjuicia a los expresidentes o no, 

nos muestra el grado de las contradicciones interburguesas y al mismo tiempo una serie de diferentes 

tópicos en la política burguesa: 

1. La colecta de firmas a favor de dicha consulta nos indica el grado de “participación” del pueblo y 

su interés por dicho aspecto de la política nacional. El hecho que no haya logrado recabar el número de 

firmas que la propia ley pide, indica que la principal preocupación del pueblo son sus condiciones 

precarias y no las contradicciones interburguesas.  

2. A la vez es un indicativo que el bono de los treinta millones pareciera ser que se esfuma, ya que 

éste debería reflejarse en dicho ejercicio de la democracia burguesa, muestra lo voluble que es la base 

política de los partidos electorales. 

3. La iniciativa presidencial, para impulsar el mecanismo de la consulta con tal pregunta, a través del 

fallo de la SCJN indica también el amasijo de contradicciones en las instituciones del propio Estado, 

confirmación que éste no es monolítico. Por un lado le dan la venia al presidente, pero por el otro 

sustituyen el carácter de la consulta y la hacen insustancial. 

4. A la vez se deja la puerta abierta para la impunidad, ya que los funcionarios de las pasadas 

administraciones y principalmente los expresidentes, se ampararán a que en todo caso los hechos ya 

prescribieron; y no se les enjuiciará por motivos políticos, mucho menos por ser los responsables del 

terrorismo y la violencia de Estado que aplicaron en sus respectivas administraciones contra del pueblo.  

Queda develado que los mecanismos de la democracia burguesa se aplican para dotarle de legitimidad, 

como mecanismos para imponer la voluntad de los grupos burgueses en el poder y resolver 

contradicciones entre ellos.  

Esta es nuestra conclusión general, esperamos que abone a la discusión y brinda elementos para ejercer 

la crítica revolucionaria, por este medio hacemos llegar al partido la presente carta.  

Como militantes del partido y a la vez combatientes de nuestro ejército ¡ESTAMOS PRESENTES Y 

EN ESPERA DE ÓRDENES PARA MATERIALIZAR LA VOLUNTAD POPULAR DE COMBATIR! 

  

Combativamente camarada Macario     
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Arte y cultura 
 

FUSIL AK-47 
 

Fusil AK cuatro siete (47) 
 que empuñan los guerrilleros 

camaradas combatientes  
de las filas del EPR 

 
Un camarada le dice: 
Muñequita no te dejo 

Pues para lo que te quise 
Todavía me queda trecho 

 
Para la revolución 

Eres mi fiel preferida 
No solo eres de ocasión 
De ti depende mi vida 

 
Entrañas gloria y honor 

Para todo proletario 
Que hace la revolución 
 como deber libertario 

 
Dándole vuelo a la hilacha 

Muchachos hay que cuidarla 
Y antes que parta la marcha 

Hay que darle su aceitada 
 

Ya con esta me despido 
Voy a alinear puntería 

Debo de ser muy preciso 
Pa´ que no falle mi AK 
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Vientos Libertarios 
 

ABNEGADA CAMARADA 
 

Abnegada y fiel camarada 
aliento del deber libertario 

madre y constructora revolucionaria 
apacible regazo proletario. 

 
Decana de la lucha guerrillera 

bizarra y leal comunista  
prócer de la disciplina férrea,  
arrojo y bravura temeraria. 

 
Propagandista incansable, 

de amplio criterio humanista; 
mujer de semblante afable, 
militante marxista leninista. 

 
Influjo imprescindible  

del espíritu de sacrificio, 
intransigente e inflexible 

¡Combatiente por el socialismo! 
 

¡A coronar la victoria!  
¡Bien amada guerrera! 

con tenacidad y congruencia 
por el devenir de la historia. 

 
Forjadora de hombres nuevos 

radiante flor de primavera 
en los aciertos y fracasos 

es, por siempre, ¡fiel compañera! 

 

 


